
I N F O R M E S  D E  C O N C I L I A C I Ó N
obstáculos con la puesta en marcha de la Ley 1708 de 
2014, por medio de la cual se expidió el Código de Ex-
tinción de Dominio –ley objeto de reforma–.

En virtud del trámite de urgencia, el proyecto de 
ley fue discutido en Sesiones Conjuntas de Comisiones 
Primeras de Senado de la República y Cámara de Re-
presentantes el día 13 de diciembre de 2016, posterior-
mente, el proyecto de ley fue discutido por las plenarias 
de la Cámara de Representantes y del Senado, aproban-
do en cada una de las células legislativas el texto con 

El texto aprobado en cada una de las cámaras guar-
da discrepancia en 9 artículos, por tanto, y conforme 
lo indica la jurisprudencia: “debe aclararse que la 
Comisión accidental que se integre para efectos de 
dar aplicación al artículo 161 de la Carta, única y 
exclusivamente puede ocuparse del estudio y análisis 
de las disposiciones del proyecto de ley que hubieren 
sido objeto de ‘discrepancias’, o lo que es lo mismo, 
de aquellas normas cuyo texto hubiere sido aprobado 
en la plenaria de una Cámara en forma diferente al de 
la otra. De manera que la Comisión citada no puede 

los cuales no hubiera existido ‘discrepancia’.

La función de la Comisión accidental a que alude el 
artículo 161 constitucional, es entonces, la de preparar 
el texto que habrá de reemplazar a aquel sobre el cual 
surgieron discrepancias en las plenarias de las Cáma-
ras, como a bien tenga, siempre y cuando este corres-
ponda al querer mayoritario del Congreso Nacional”1.

Para cumplir con el objeto de la comisión accidental 
de mediación, nos reunimos para estudiar y analizar los 
textos aprobados por las Plenarias de la Cámara de Re-

-
midad, a un texto conciliado en los siguientes términos:

1 Sentencia C-262/01. M. P. Dr. Jaime Araújo Rentería.
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INFORME DE CONCILIACIÓN AL 
PROYECTO DE LEY NÚMERO 171 DE 2016 

SENADO, 193 DE 2016 CÁMARA

1708 de 2014 –Código de Extinción de Dominio– y se 
dictan otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 2 de mayo de 2017
Honorable Senador
ÓSCAR MAURICIO LIZCANO
Presidente
Senado de la República
Honorable Representante
MIGUEL ÁNGEL PINTO
Presidente
Cámara de Representantes
Asunto: Radicación informe de conciliación al 

Proyecto de ley número 171 de 2016 Senado, 193 de 
2016 Cámara, -
ciona la Ley 1708 de 2014 –Código de Extinción de 
Dominio– y se dictan otras disposiciones.

Apreciados Presidentes:
En cumplimiento del encargo que nos impartieron 

las Mesas Directivas del Senado de la República y de 
la Cámara de Representantes, de conformidad con los 
artículos 161 de la Constitución Política y 186 de la 
Ley 5ª de 1992, nos permitimos presentar informe de 
conciliación al Proyecto de ley número 171 de 2016 
Senado, 193 de 2016 Cámara, por medio del cual se 

Extinción de Dominio– y se dictan otras disposiciones.
Es importante indicar que el proyecto de ley fue ra-

dicado con mensaje de urgencia de conformidad con 
lo establecido en los artículos 163 de la Constitución 
Política y artículo 191 de la Ley 5ª de 1992, se solicita 
el trámite de urgencia por cuanto se evidencian algunos 
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Artículo 11. Modifíquese el artículo 48 de la Ley 1708 de 
2014, que quedará así:
“Artículo 48. . Las providencias que se dicten en 
la actuación se denominarán sentencias, autos y resoluciones:
1. Sentencias, si deciden sobre el objeto del proceso, en prime-
ra o segunda instancia, o la acción de revisión.
2. Autos interlocutorios, si resuelven algún aspecto sustancial.
3. Autos de sustanciación, si se limitan a disponer cualquier 
otro trámite de los que la ley establece para dar curso a la ac-
tuación o evitan el entorpecimiento de la misma.

Se acoge el texto aprobado en Cámara de Representantes.

Artículo 20. Modifíquese el artículo 88 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 88. . Aquellos bie-

permiten considerar su probable vínculo con alguna causal de 
extinción de dominio, serán objeto de la medida cautelar de 
suspensión del poder dispositivo.
Adicionalmente, de considerarse razonable y necesarias, se po-
drán decretar las siguientes medidas cautelares:
1. Embargo.
2. Secuestro.
3. Toma de posesión de bienes, haberes y negocios de socieda-
des, establecimientos de comercio o unidades de explotación 
económica.
Parágrafo 1°. La medida cautelar de suspensión del poder dis-
positivo se inscribirá de inmediato en el registro que corres-
ponda, sin ser sometidas a turno o restricción por parte de la 
entidad respectiva y sin consideración a la persona que alega 
ser titular del bien, dado el carácter real de la presente acción. 
Tratándose de bienes muebles o derechos, se informará a las 
instituciones correspondientes sobre la medida a través de un 

Parágrafo 2°. La entidad administradora del Fondo para la 
Rehabilitación, Inversión Social y Lucha Contra el Crimen Or-
ganizado (Frisco) será el secuestre de los bienes, sobre los que 
en el pasado se hayan adoptado o se adopten medidas cautela-
res, los cuales quedarán de inmediato a disposición del citado 
fondo. En ejercicio de esta facultad, el administrador del Frisco 
podrá elevar directamente ante el Fiscal o juez según la etapa 
en que se encuentre el proceso, todas las solicitudes relaciona-
das con la administración de estos bienes.
Parágrafo 3°. El administrador del Frisco en calidad de se-
cuestre, podrá decidir la enajenación temprana de la que trata 
el artículo 93 de esta ley.

Se acoge parcialmente el texto aprobado en la Cámara, se 
aprueba en la comisión accidental la eliminación del pará-
grafo 4°, y no se concilia el inciso 3°.

Artículo 22. Modifíquese el artículo 91 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
Artículo 91. . Los bienes sobre 
los que se declare la extinción de dominio, los recursos prove-
nientes de la enajenación temprana y los recursos provenientes 
de la productividad de los bienes administrados, descontando 
aquellos destinados para el pago gradual y progresivo de los 
pasivos de dicho Fondo, los recursos que sean indispensables 
para el funcionamiento de la entidad encargada de la adminis-

en la ley, se utilizarán a favor del Estado y serán destinados 
así: en un veinticinco por ciento (25%) a la Rama Judicial, en 
un veinticinco por ciento (25%) a la Fiscalía General de la Na-
ción, en un diez por ciento (10%) a la Policía Judicial de la 
Policía Nacional para el fortalecimiento de su función investi-
gativa y el cuarenta por ciento (40%) restante para el Gobier-
no nacional, quien reglamentará la distribución de este último 
porcentaje, destinando una parte a infraestructura penitenciaria 
y carcelaria.
Se exceptúan de estos porcentajes los predios rurales, los cua-
les una vez cumplidas las destinaciones previstas en el numeral 

construcción de una paz estable y duradera, y agotado lo allí 
ordenado, deberán ser objeto de enajenación temprana de con-
formidad con el artículo 93 de esta ley, recursos que en todo 
caso serán entregados en su totalidad al Gobierno nacional, 
para ser destinados a los programas de generación de acceso a 
tierra administrados por el Gobierno nacional.

Se acoge el texto aprobado en la Cámara.
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De igual forma, por razones de seguridad y defensa, se po-

parte del administrador del Frisco al Ministerio de Defensa 
Nacional, para el desarrollo de proyectos de infraestructura de 
la Fuerza Pública y/o para el cumplimiento de sentencias judi-
ciales, para la reubicación, movilización o traslado de las insta-
laciones destinadas a la Defensa y Seguridad previos estudios 
técnicos del Ministerio de Defensa.
Su régimen de administración y destinación, será reglamenta-
do por el Presidente de la República, siempre en acatamiento 
de lo dispuesto en el inciso anterior.
Los bienes destinados a la Fiscalía General de la Nación serán 
administrados a través del Fondo Especial para la Administra-
ción de Bienes creado mediante Ley 1615 de 2013.
En el caso de las divisas, una vez incautadas, estas serán en-
tregadas al Banco de la República para que las cambien por su 
equivalente en pesos colombianos, sin que se requiera senten-

mismas.
Una vez decretada la extinción de dominio de los bienes loca-
lizados en el Archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa 
Catalina, estos deberán ser entregados a la Gobernación De-
partamental, al igual que los rendimientos y frutos que se gene-
ren antes de la declaratoria de extinción del dominio.
Estos bienes serán destinados prioritariamente a programas so-

Cuando la Justicia Premial opere sobre bienes o recursos que 
-

blecidas en la Ley, en tratándose de la retribución, la sentencia 
anticipada, la negociación patrimonial por colaboración efecti-

artículos 120, 133, 142ª y 189A, de esta ley, el Juez de cono-
-

al particular, afectado, titular o interesado, con la titularidad 
del derecho de propiedad de los bienes, según los porcentajes 
y límite establecidos en cada mecanismo de justicia premial 
establecidos en la presente ley. Los bienes de los que trata el 
presente inciso no estarán condicionados a los criterios previs-
tos para los sujetos de reforma agraria, contemplados en la Ley 
160 de 1994 y en sus normas compilatorias.
Los bienes y recursos determinados en el presente artículo 
gozarán de la protección de inembargabilidad. Las medidas 
cautelares implementadas en los trámites de extinción serán 
prevalentes sobre cualquier otra y los Registradores de Instru-
mentos Públicos deberán darles prelación dentro del trámite 
del registro.
La facultad para decidir sobre la destinación y distribución de-

de la Nación y a la Rama Judicial, en los porcentajes estable-
cidos en el inciso 1° del presente artículo, estará a cargo de las 
propias entidades. Del porcentaje correspondiente a la Rama 
Judicial, deberá privilegiarse la creación de juzgados de extin-
ción de dominio.
Parágrafo 1°. A partir de la fecha en que sea publicada la pre-
sente ley, el Consejo Nacional de Estupefacientes no podrá 
adquirir pasivos con cargo a los recursos determinados en los 
porcentajes de que trata el presente artículo, salvo que la enti-

Nacional de Estupefacientes en que se tome favorablemente 
esta determinación.
Parágrafo 2°. En virtud de la presente ley se habilita al Minis-
terio de Hacienda y Crédito Público para efectuar los ajustes 
presupuestales pertinentes que permitan la asignación de los 
recursos a favor del nuevo administrador del Frisco.
Parágrafo 3°. El administrador del Frisco tendrá la facultad de 
policía administrativa para la recuperación física de los bienes 
que se encuentren bajo su administración.
Las autoridades de Policía locales, municipales, departamen-
tales y nacionales estarán obligadas a prestar, de manera pre-

representante legal o su delegado, para hacer efectiva la admi-
nistración de los bienes que ingresan al Frisco.
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En el evento en que el administrador del Frisco ejerza la fa-
cultad de policía administrativa a través de las Alcaldías y Se-
cretarías de Gobierno, las mismas deberán proceder a asignar 
la Inspección de Policía, para ello contarán con un término 
máximo de quince (15) días contados a partir de la comu-
nicación del administrador. En igual término los inspectores 

estará sujeto a la sanción disciplinaria correspondiente. La 
presentación de oposiciones no suspenderá la práctica de la 
diligencia”.

Artículo 23. Adiciónese un parágrafo al artículo 92 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:
“Parágrafo. Los bienes objeto de enajenación deberán con-
tar con el avalúo comercial, el cual tendrá una vigencia de 3 
años y se actualizará anualmente con el reajuste anual adop-
tado por el Gobierno nacional siguiendo los criterios que para 
el avalúo catastral están contenidos en el artículo 6° de la 
Ley 242 de 1995, los artículos 9 y 10 de la Ley 101 de 1993 

en las condiciones físicas, jurídicas o uso del suelo y norma-
tiva del inmueble. En el evento en que existan circunstancias 
ajenas al Administrador del Frisco que impidan el acceso al 
inmueble, podrá efectuarse el avalúo teniendo en cuenta los 
precios de referencia del mercado y variables económicas y 
técnicas utilizadas por el perito, así como el uso del suelo y la 
normatividad urbana vigente.

Se acoge el texto aprobado en la Cámara de Representan-
tes.

Artículo 24. Modifíquese el artículo 93 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 93. -

. El administrador del Frisco, previa 
aprobación de un comité conformado por un representante 
de la Presidencia de la República, un representante del Mi-
nisterio de Hacienda y Crédito Público y un representante del 
Ministerio de Justicia y del Derecho y la Sociedad de Activos 
Especiales SAS en su calidad de Secretaría Técnica, deberá 
enajenar, destruir, demoler o chatarrizar tempranamente los 
bienes con medidas cautelares dentro del proceso de extin-
ción de dominio cuando se presente alguna de las siguientes 
circunstancias:
1. Sea necesario u obligatorio dada su naturaleza.
2. Representen un peligro para el medio ambiente.
3. Amenacen ruina, pérdida o deterioro.
4. Su administración o custodia ocasionen, de acuerdo con un 

-
nados a su valor o administración.
5. Muebles sujetos a registro, de género, fungibles, consumi-
bles, perecederos o los semovientes.
6. Los que sean materia de expropiación por utilidad pública, 
o servidumbre.

de seguridad implique la imposibilidad de su administración.
La enajenación se realizará mediante subasta pública o sobre 
cerrado, directamente o a través de terceras personas, obser-
vando los principios del artículo 209 de la Constitución Po-
lítica.
Los dineros producto de la enajenación temprana y de los re-
cursos que generen los bienes productivos en proceso de ex-
tinción de dominio, ingresarán al Frisco y se destinarán bajo 
los lineamientos del artículo 91 de la presente ley.
Para efectos de la aplicación del presente artículo el admi-
nistrador del Frisco constituirá una reserva técnica del treinta 
por ciento (30%) con los dineros producto de la enajenación 
temprana y los recursos que generan los bienes productivos 
en proceso de extinción de dominio, destinada a cumplir las 
órdenes judiciales de devolución de los bienes, tanto de los 
afectados actualmente como de los que se llegaren a afectar 
en procesos de extinción de dominio.

Se acoge el texto aprobado en la Senado de la República.
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En todos los eventos una vez el bien sea enajenado, chatarri-
zado, demolido o destruido, el administrador del Frisco debe-
rá informar a la autoridad judicial que conoce del proceso de 
extinción de dominio. En la chatarrización o destrucción de 
bienes automotores, motonaves, aeronaves, será procedente la 
cancelación de la matrícula respectiva, sin los requisitos del 
pago de obligaciones tributarias de carácter nacional, revisión 
técnico-mecánica, seguro obligatorio, y sin que el bien llegue 
por sus propios medios a la desintegradora.

-
truir donde se deje evidencia sobre las razones por las que se 
ordenó la destrucción o chatarrización.
En la destrucción de sustancias controladas, las autoridades 
ambientales serán las responsables de realizar el control pre-

-
biente sano, atendiendo al plan de manejo ambiental.
El administrador del Frisco podrá transferir el dominio a título 
de donación de los bienes perecederos a una entidad pública. 
En el evento de ordenarse la devolución el administrador del 
Frisco efectuará una valoración y se pagará con cargo al Fris-
co”.

Artículo 39. Modifíquese el artículo 133 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:
“Artículo 133. 

 
del traslado previsto en el artículo 141 de la presente ley, el 
afectado podrá reconocer de manera expresa que concurren so-
bre el bien los presupuestos de una o varias de las causales de 
extinción de dominio y renunciar a presentar oposición, evento 

ante el juez de extinción de dominio la pretensión extintiva y se 
remitirán las carpetas al juez para que emita la correspondiente 
sentencia por vía anticipada.
El afectado que se acoja a este trámite abreviado podrá optar 

1. Conservar el derecho de propiedad sobre uno o algunos de 
los bienes cuyo origen sea consecuencia de una actividad ilíci-
ta, siempre y cuando el Fiscal lo considere procedente, según 

-
mos no supere el tres [3%] del total de los bienes objeto de 
colaboración, o los montos en salarios mínimos del artículo 
120 de la presente ley.
2. Hacerse acreedor a la retribución de que trata el artículo 120 
de la presente ley, la cual será de hasta un cinco [5%] del valor 
de los bienes que sean objeto de colaboración, sin exceder los 
dos mil quinientos [2.500] SMLMV. Además el afectado podrá 
hacerse acreedor a otro [5%] del valor de los bienes que se 
encuentren en causal de extinción de dominio, sin exceder los 
dos mil quinientos [2.500] SMLMV, sobre los cuales informe 
a la Fiscalía siempre y cuando se aporten elementos de prueba 

-

la administración de justicia, en especial, los siguientes:
a) Adelantar acciones a favor de las víctimas de actividades 
ilícitas de las cuales tenga conocimiento a través de acciones 
idóneas dirigidas a cesar los efectos del delito o que permitan 
el efectivo restablecimiento del derecho o la reparación de los 
perjuicios causados.
b) Ayudar a la desarticulación de organizaciones criminales a 

e integrantes y el aporte de elementos de prueba que permitan 
la demostración de su responsabilidad penal.
c) Contribuir con información y elementos de prueba que per-
mitan investigar y sancionar casos de corrupción o neutraliza-
ción de las acciones de la administración de justicia.
d) Contribuir en la eliminación de la infraestructura económica 

de bienes ilícitos que puedan ser pasibles de comiso penal o 
extinción de dominio y el aporte de elementos de juicio que 
permitan obtener las sentencias respectivas.

Se acoge el texto aprobado en Cámara de Representantes.



Página 6 Viernes, 12 de mayo de 2017 G  331

TEXTO APROBADO OBSERVACIONES
Artículo nuevo.
dispuesto en la presente ley, se habilita al Ministerio de Ha-
cienda y Crédito Público para efectuar los ajustes presupuesta-
les necesarios para viabilizar la ejecución del presupuesto tan-
to de SAE como de las entidades destinatarias de los recursos 
del Frisco.
De igual manera el Administrador del Frisco podrá realizar los 
ajustes presupuestales necesarios para efectuar los respectivos 
traslados, conforme lo establecido en el artículo 91 de la pre-
sente ley.

Se acoge el texto aprobado en Cámara de Representantes. 
Se precisa la remisión normativa que corresponde a la Ley 
1708 de 2014.

Artículo nuevo. Modifíquese el artículo 139 de la Ley 1708 de 
2014, el cual quedará así:

no pudiere hacerse en la primera ocasión que se intenta, se 
aplicará el procedimiento establecido en el artículo 55A del 
presente código”.

Se acoge el texto aprobado en Cámara de Representantes.

Artículo 56. . Esta ley entrará a regir a partir la fecha 
de su promulgación, deroga los artículos 97, 126, 127, 129 y 
131 de la Ley 1708 de 2014, el numeral 14 del artículo 11 del 
Decreto-ley 2897 de 2011, y las demás normas que le sean 
contrarias.

Se acoge el texto aprobado en la Cámara de Representan-
tes.

Para efectos de armonía, se ajusta la numeración en 
el texto conciliado.

En consecuencia, los suscritos conciliadores, solici-
tamos a las Plenarias del honorable Congreso de la Re-
pública aprobar el texto del Proyecto de ley número 
171 de 2016 Senado, 193 de 2016 Cámara, por medio 

–Código de Extinción de Dominio– y se dictan otras 
disposiciones, de conformidad con el texto propuesto y 
en los términos que han sido expresados.

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 171 DE 2016 SENADO, 193 DE 

2016 CÁMARA

1708 de 2014 –Código de Extinción de Dominio– y se 
dictan otras disposiciones.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese la expresión “real(es)” por 
“patrimonial(es)” en los artículos 8°, 17, 30 numerales 
1 y 4, 83 numeral 3, 88 parágrafo 1°, 152 inciso 2°, y 
212 numeral 5 de la Ley 1708 de 2014.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 10 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 10.  Durante la fase inicial la 
actuación será reservada, incluso para los sujetos pro-
cesales e intervinientes. El juicio de extinción de domi-
nio será público.

Cuando la Procuraduría General de la Nación, el 
Consejo Superior de la Judicatura o quien haga sus ve-
ces, o alguna autoridad judicial no penal requiera infor-
mación acerca de un trámite de extinción de dominio 
sometido a reserva, o trasladar medios de prueba, así lo 
solicitará al Fiscal que tenga asignado el conocimiento 
de la actuación. En cada caso, el Fiscal correspondiente 
evaluará la solicitud y determinará qué medios de prue-

ba puede entregar, sin afectar la investigación ni poner 
en riesgo el éxito de la misma.

Cualquier solicitud de información relacionada con 
los bienes que hacen parte del Frisco proveniente de 
toda persona, organismo, entidad o corporación de ca-
rácter público deberá ser atendida por el sujeto obliga-
do”.

Artículo 3°. Modifíquese el artículo 13 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 13.  Además de 
todas las garantías expresamente previstas en esta ley, 
el afectado tendrá también los siguientes derechos:

1. Tener acceso al proceso, directamente o a través 
de la asistencia y representación de un abogado, des-

extinción de dominio, o desde la materialización de las 
medidas cautelares, únicamente en lo relacionado con 
ellas.

2. Conocer los hechos y fundamentos que susten-
tan la demanda de extinción de derecho de dominio, 
expuestos en términos claros y comprensibles, en las 
oportunidades previstas en esta ley.

3. Oponerse a la demanda de extinción de derecho 
de dominio.

4. Presentar, solicitar y participar en la práctica de 
pruebas.

5. Probar el origen legítimo de su patrimonio y de 
los bienes cuyo título se discute, así como la licitud de 
su destinación.

6. Probar que los bienes de que se trata no se en-
cuentran en las causales de procedencia para la extin-
ción de dominio.

7. Probar que respecto de su patrimonio, o de los 

la acción, se ha producido una decisión favorable que 
deba ser reconocida como cosa juzgada dentro de un 
proceso de extinción de dominio, por identidad respec-
to a los sujetos, al objeto y a la causa.

8. Controvertir las pretensiones que se estén hacien-
do valer en contra de los bienes.
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9. Renunciar al debate probatorio y optar por una 
sentencia anticipada de extinción de dominio.

10. Realizar cualquier otro tipo de acto procesal en 
defensa de sus derechos”.

Artículo 4°. Modifíquense los numerales 1 y 2 del 
artículo 26 de la Ley 1708 de 2014, los cuales quedarán 
así:

1. En fase inicial, el procedimiento, control de lega-
lidad, régimen probatorio y facultades correccionales 
de los funcionarios judiciales, se atenderán las reglas 
previstas en el Código de Procedimiento Penal conte-
nido en la Ley 600 de 2000.

2. En la fase inicial, las técnicas de indagación e 
investigación y los actos especiales de investigación 
como la interceptación de comunicaciones, los allana-
mientos y registros, la búsqueda selectiva en bases de 
datos, las entregas vigiladas, la vigilancia y seguimien-
to de personas, la vigilancia de cosas, la recuperación 
de información dejada al navegar por Internet y las 
operaciones encubiertas se aplicarán los procedimien-
tos previstos en el Código de Procedimiento Penal - 
Ley 906 de 2004.

En las actuaciones relacionadas con medidas caute-
lares se aplicarán en lo pertinente las reglas previstas en 
el Código General del Proceso”.

Artículo 5°. Modifíquese el artículo 29 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 29. . Corresponde a la Fis-
calía General de la Nación:

1. Investigar y determinar si los bienes objeto del 
trámite se encuentran en alguna de las causales de ex-
tinción de dominio.

2. Asegurar los bienes objeto del trámite de extin-
ción de dominio, adoptando las medidas cautelares que 
sean procedentes.

irregulares que se hubieren llevado a cabo en el curso 
de la fase inicial.

4. Proferir resolución de archivo o presentar la de-
manda de extinción de dominio.

5. Dirigir y coordinar técnica, operativa y jurídica-
mente las funciones de policía judicial que en forma 
permanente cumplen el Cuerpo Técnico de Investiga-
ciones de la Fiscalía General de la Nación, la Policía 
Nacional y los demás organismos que señale la ley.

6. Velar por la protección de los testigos e intervi-
nientes en el proceso.

7. Las demás que le atribuye el Estatuto Orgánico 
de la Fiscalía General de la Nación”.

Parágrafo. Se entenderá por demanda el acto de par-
te que contiene la pretensión de extinción de dominio 
de la Fiscalía y se somete a conocimiento y decisión 
del juez.

Artículo 6°. Modifíquese el artículo 31 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 31.  El Ministerio Pú-
blico actuará en el trámite de extinción de dominio en 
defensa del orden jurídico, del patrimonio público y los 
derechos y garantías fundamentales. Este podrá inter-
venir como sujeto procesal a partir de la presentación 

de la demanda de extinción de dominio por parte del 
Fiscal, con las mismas facultades de los demás sujetos 
procesales, y será ejercido por el Procurador General 
de la Nación a través de sus delegados y agentes.

También corresponde al Ministerio Público velar 
por el respeto de los derechos de los afectados determi-
nados que no comparecieren y de los indeterminados”.

Artículo 7°. Modifíquese el artículo 32 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 32.  
El Ministerio de Justicia y del Derecho actuará en el 
trámite de extinción de dominio en defensa del interés 
jurídico de la nación y representación del ente respon-
sable de la administración de los bienes afectados en el 
curso del procedimiento. Este podrá intervenir a partir 
de la presentación de la demanda de extinción de domi-
nio por parte del Fiscal y tendrá la facultad de presentar 
las solicitudes y los recursos que estime necesarios en 
procura de los intereses del Estado”.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 33 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 33.  
La administración de justicia en materia de extinción 
de dominio, durante la etapa del juicio, se ejerce de 
manera permanente por la Sala de Casación Penal de 
la Corte Suprema de Justicia, las Salas de Extinción de 
Dominio de los Tribunales Superiores de Distrito Ju-
dicial y por los Jueces del Circuito Especializados en 
Extinción de Dominio.

Parágrafo 1°. El control de los actos de investiga-
ción que afecten derechos fundamentales será compe-
tencia de los jueces de control de garantías.

Parágrafo 2°. El control de legalidad sobre las me-
didas cautelares que se decreten por parte del Fiscal 
será competencia de los Jueces del Circuito Especiali-
zados en Extinción de Dominio”.

Artículo 9°. Modifíquese el artículo 35 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 35. 
 Corresponde a los Jueces del Circuito 

Especializados en Extinción de Dominio del Distrito 
Judicial donde se encuentren los bienes, asumir el juz-
gamiento y emitir el correspondiente fallo.

Cuando haya bienes en distintos distritos judiciales, 
será competente el juez del distrito que cuente con el 
mayor número de jueces de extinción de dominio.

Cuando exista el mismo número de jueces de extin-
ción de dominio en distintos distritos judiciales se apli-
cará lo previsto en el artículo 28 numeral 7 del Código 
General del Proceso. La aparición de bienes en otros 
lugares después de la demanda de extinción de dominio 
no alterará la competencia.

Si hay bienes que se encuentran en su totalidad en 
territorio extranjero, serán competentes en primera ins-
tancia los Jueces del Circuito Especializados en Extin-
ción de Dominio del Distrito Judicial de Bogotá.

La Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de 
Justicia tendrá competencia para el juzgamiento en úni-
ca instancia de la extinción de dominio de los bienes 
cuya titularidad recaiga en un agente diplomático debi-
damente acreditado, independientemente de su lugar de 
ubicación en el territorio nacional”.
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Artículo 10. Modifíquese el artículo 42 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 42.  Ade-
más de lo previsto en otras disposiciones se romperá la 
Unidad Procesal en los siguientes casos:

1. Cuando el Fiscal General de la Nación o su dele-

resolución de archivo o presentar demanda de extinción 
de dominio ante el juez competente, respecto de uno o 
algunos de los bienes que son objeto de la actuación.

2. Cuando se decrete nulidad parcial de la actuación 
procesal que obligue a reponer el trámite con relación a 
uno o algunos de los bienes.

3. Cuando se solicite el trámite de extinción de do-
minio abreviada respecto de uno o algunos de los bie-
nes.

4. Cuando uno o algunos de los bienes objeto del 
trámite o alguno de los afectados se encuentren en el 
exterior, siempre y cuando el Fiscal General de la Na-
ción o su delegado lo considere necesario y convenien-
te para garantizar la celeridad y el éxito del proceso.

Parágrafo. La ruptura de la Unidad Procesal no ge-
nera cambio de competencia, y el funcionario que la 
ordenó continuará conociendo de las actuaciones”.

Artículo 11. Modifíquese el artículo 48 de la Ley 
1708 de 2014, que quedará así:

“Artículo 48.  Las providencias que 
se dicten en la actuación se denominarán sentencias, 
autos y resoluciones:

1. Sentencias, si deciden sobre el objeto del proceso, 
en primera o segunda instancia, o la acción de revisión.

2. Autos interlocutorios, si resuelven o aspecto sus-
tancial.

3. Autos de sustanciación, si se limitan a disponer 
cualquier otro trámite de los que la ley establece para 
dar curso a la actuación o evitan el entorpecimiento de 
la misma.

Artículo 12. Modifíquese el artículo 52 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 52.  Durante la etapa del 
-

mente, por estado, por edicto, por aviso o por conducta 
concluyente”.

Artículo 13. Modifíquese el artículo 53 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 53. .
hará leyendo integralmente la providencia a la persona 
o permitiendo que esta lo haga. Para ello el funciona-
rio librará citación en los términos del artículo 47 de 
la presente ley. En caso de que la citación se efectúe 
por comunicación escrita enviada a través de una em-
presa de correos o servicio postal autorizado, esta hará 
constar la fecha de recibo de la comunicación o, en su 
defecto, la inexistencia o irregularidad con la dirección 
de destino. En estos últimos casos se procederá con el 
emplazamiento en los términos del artículo 140 de esta 
ley.

se rehúsen a recibir la comunicación, la empresa de co-

rreos o servicio postal autorizado la dejará en el lugar y 
emitirá constancia de ello. Para todos los efectos lega-
les, la comunicación se entenderá entregada.

En caso de que el afectado no comparezca al juz-
gado, dentro de los cinco (5) días siguientes al recibo 

-
derado, debidamente acreditado para ello. El auto ad-
misorio de la demanda de extinción de dominio, el auto 
que admite la demanda de revisión y la sentencia serán 

acuerdo con el procedimiento previsto en esta ley”.
Artículo 14. Modifíquese el artículo 54 de la Ley 

1708 de 2014, el cual quedará así:
“Artículo 54. . Con excepción del auto 

admisorio de la demanda de extinción de dominio, el 
que admite la demanda de revisión y la sentencia, todas 

por el término de un (1) día en la Secretaría y se dejará 

Artículo 15. Adiciónese el artículo 55A a la Ley 
1708 de 2014, en el cual se dispondrá lo siguiente:

“Artículo 55A. Cuando no haya sido po-

demanda de extinción de dominio o la admisión de la 
demanda de revisión, esta se hará por medio de aviso 
que deberá contener su fecha y la de la providencia que 

-

-

del aviso en el lugar de destino.
El aviso deberá ir acompañado con copia informal 

elaborar el aviso y remitirlo a través del servicio pos-
tal autorizado a la misma dirección a la que haya sido 
enviada la citación señalada en el artículo 53 de esta 
ley. La empresa de servicio postal autorizada expedirá 
constancia de haber entregado el aviso en la respectiva 
dirección, la cual se incorporará al expediente, junto 
con la copia del aviso debidamente cotejada y sellada.

El aviso, además, podrá enviarse a la dirección elec-

correo podrá ser remitido por el Secretario del Juzgado, 
quien dejará constancia de haber enviado el aviso vía 
electrónica con la impresión del mensaje de datos. La 
Fiscalía, por su parte, deberá disponer de un espacio en 
su página web en el que se publiquen los avisos envia-
dos y las comunicaciones informales reguladas en el 
artículo 128 de la presente ley.

La publicación de los avisos o las comunicaciones 
informales en la página web de la Fiscalía no surte 

Artículo 16. Modifíquese el artículo 58 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 58.  
Además de las señaladas expresamente en otras dispo-

-
cutorios y los siguientes autos de sustanciación: el auto 
admisorio de la demanda de extinción de dominio, el 
que ordena la práctica de pruebas en el juicio, el que 
deniega el recurso de apelación, el que corre traslado 
para alegatos y el que admite la acción de revisión.
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Los autos de sustanciación no enunciados o no pre-
vistos de manera especial serán de cumplimiento inme-
diato y contra ellos no procede recurso alguno”.

Artículo 17. Modifíquese el numeral 4 del artículo 
65 de la Ley 1708 de 2014, el cual quedará así:

“4. Las decisiones judiciales que denieguen cual-
quiera de los controles de legalidad establecidos en esta 
ley, en el efecto devolutivo”.

Artículo 18. Modifíquese el artículo 67 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 67. . El 
recurso de apelación deberá interponerse y sustentarse 
por escrito dentro del término de ejecutoria de la pro-
videncia. La sentencia proferida en primera instancia 
podrá apelarse y sustentarse dentro de los seis días si-

Cuando se haya interpuesto como único el recurso 
de apelación, vencido el término para recurrir, el se-
cretario dejará el expediente a disposición de todos los 
sujetos procesales por el término de cuatro (4) días para 
los no recurrentes. Precluido el término anterior, si fue-
se viable, se concederá en forma inmediata mediante 
providencia de sustanciación en que se indique el efec-
to en que se concede.

Cuando se interponga como principal el recurso de 
reposición y subsidiario el de apelación, negada la re-
posición y concedida la apelación, el proceso se envia-
rá en forma inmediata al superior.

Parágrafo. La parte que no apeló la sentencia de 
primera instancia podrá adherir al recurso interpuesto 
por otra de las partes, en lo que la providencia apelada 
le fuere desfavorable. El escrito de adhesión podrá pre-

sea concedida la apelación.
La adhesión quedará sin efecto si se produce el de-

sistimiento del apelante principal”.
Artículo 19. Modifíquese el artículo 87 de la Ley 

1708 de 2014, el cual quedará así:
“Artículo 87.  Al 

momento de la presentación de la demanda de extin-
ción de dominio, si no se han adoptado medidas caute-
lares en fase inicial, el Fiscal, mediante providencia in-

de evitar que los bienes que se cuestionan puedan ser 
ocultados, negociados, gravados, distraídos, transferi-
dos o puedan sufrir deterioro, extravío o destrucción; 
o con el propósito de cesar su uso o destinación ilícita. 
En todo caso se deberán salvaguardar los derechos de 
terceros de buena fe exenta de culpa.

El juez especializado en extinción de dominio será 
el competente para ejercer el control de legalidad so-
bre las medidas cautelares que se decreten por parte 
del Fiscal”.

Artículo 20. Modifíquese el artículo 88 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 88.  Aque-
llos bienes sobre los que existan elementos de juicio 

-
culo con alguna causal de extinción de dominio, serán 
objeto de la medida cautelar de suspensión del poder 
dispositivo.

Adicionalmente, de considerarse razonables y nece-
sarias, se podrán decretar las siguientes medidas cau-
telares:

1. Embargo.
2. Secuestro.
3. Toma de posesión de bienes, haberes y negocios 

de sociedades, establecimientos de comercio o unida-
des de explotación económica.

Parágrafo 1°. La medida cautelar de suspensión 
del poder dispositivo se inscribirá de inmediato en el 
registro que corresponda, sin ser sometidas a turno o 
restricción por parte de la entidad respectiva y sin con-
sideración a la persona que alega ser titular del bien, 
dado el carácter real de la presente acción. Tratándose 
de bienes muebles o derechos, se informará a las insti-
tuciones correspondientes sobre la medida a través de 

Parágrafo 2°. La entidad administradora del Fondo 
para la Rehabilitación, Inversión Social y Lucha Contra 
el Crimen Organizado (Frisco) será el secuestre de los 
bienes, sobre los que en el pasado se hayan adoptado o 
se adopten medidas cautelares, los cuales quedarán de 
inmediato a disposición del citado fondo. En ejercicio 
de esta facultad, el administrador del Frisco podrá ele-
var directamente ante el Fiscal o juez según la etapa en 
que se encuentre el proceso, todas las solicitudes rela-
cionadas con la administración de estos bienes.

Parágrafo 3°. El administrador del Frisco en cali-
dad de secuestre, podrá decidir la enajenación tempra-
na de la que trata el artículo 93 de esta ley”.

Artículo 21. Modifíquese el artículo 89 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 89. -
 Excepcionalmente, 

el Fiscal podrá decretar medidas cautelares antes de la 
demanda de extinción de dominio, en casos de evidente 
urgencia o cuando existan serios motivos fundados que 
permitan considerar la medida como indispensable y 

-
tos en el artículo 87 de la presente ley. Estas medidas 
cautelares no podrán extenderse por más de seis (6) 

si la acción debe archivarse o si por el contrario resulta 
procedente presentar demanda de extinción de dominio 
ante el juez de conocimiento”.

Artículo 22. Modifíquese el artículo 91 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

 Los 
bienes sobre los que se declare la extinción de dominio, 
los recursos provenientes de la enajenación temprana 
y los recursos provenientes de la productividad de los 
bienes administrados, descontando aquellos destina-
dos para el pago gradual y progresivo de los pasivos 
de dicho Fondo, los recursos que sean indispensables 
para el funcionamiento de la entidad encargada de la 
administración de los bienes, y las destinaciones espe-

-
do y serán destinados así: en un veinticinco por ciento 
(25%) a la Rama Judicial, en un veinticinco por ciento 
(25%) a la Fiscalía General de la Nación, en un diez 
por ciento (10%) a la Policía Judicial de la Policía 
Nacional para el fortalecimiento de su función investi-
gativa y el cuarenta por ciento (40%) restante para el 
Gobierno nacional, quien reglamentará la distribución 
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de este último porcentaje, destinando una parte a in-
fraestructura penitenciaria y carcelaria.

Se exceptúan de estos porcentajes los predios ru-
rales, los cuales una vez cumplidas las destinaciones 

paz estable y duradera, y agotado lo allí ordenado, 
deberán ser objeto de enajenación temprana de con-
formidad con el artículo 93 de esta ley, recursos que 
en todo caso serán entregados en su totalidad al Go-
bierno nacional, para ser destinados a los programas 
de generación de acceso a tierra administrados por el 
Gobierno nacional.

De igual forma, por razones de seguridad y defen-
-

dios rurales por parte del administrador del Frisco al 
Ministerio de Defensa Nacional, para el desarrollo de 
proyectos de infraestructura de la Fuerza Pública y/o 
para el cumplimiento de sentencias judiciales, para la 
reubicación, movilización o traslado de las instalacio-
nes destinadas a la Defensa y Seguridad previos estu-
dios técnicos del Ministerio de Defensa. Su régimen de 
administración y destinación será reglamentado por el 
Presidente de la República, siempre en acatamiento de 
lo dispuesto en el inciso anterior.

Los bienes destinados a la Fiscalía General de la 
Nación serán administrados a través del Fondo Espe-
cial para la Administración de Bienes creado mediante 
Ley 1615 de 2013.

En el caso de las divisas, una vez incautadas, estas 
serán entregadas al Banco de la República para que 
las cambien por su equivalente en pesos colombianos, 
sin que se requiera sentencia que declare la extinción 

Una vez decretada la extinción de dominio de los 
bienes localizados en el Archipiélago de San Andrés, 
Providencia y Santa Catalina, estos deberán ser entre-
gados a la Gobernación Departamental, al igual que 
los rendimientos y frutos que se generen antes de la 
declaratoria de extinción del dominio.

Estos bienes serán destinados prioritariamente a 
-

zal.
Cuando la Justicia Premial opere sobre bienes o re-

cursos que puedan ser objeto de una de las destinacio-

la retribución, la sentencia anticipada, la negociación 
patrimonial por colaboración efectiva y la sentencia 

120, 133, 142a y 189A, de esta ley, el Juez de conoci-

podrá retribuir al particular, afectado, titular o inte-
resado, con la titularidad del derecho de propiedad de 
los bienes, según los porcentajes y límite establecidos 
en cada mecanismo de justicia premial establecidos en 
la presente ley. Los bienes de los que trata el presente 
inciso no estarán condicionados a los criterios previs-
tos para los sujetos de reforma agraria, contemplados 
en la Ley 160 de 1994 y en sus normas compilatorias.

Los bienes y recursos determinados en el presente 
artículo gozarán de la protección de inembargabilidad. 
Las medidas cautelares implementadas en los trámites 
de extinción serán prevalentes sobre cualquier otra y 

los Registradores de Instrumentos Públicos deberán 
darles prelación dentro del trámite del registro.

La facultad para decidir sobre la destinación y dis-

la Fiscalía General de la Nación y a la Rama Judicial, 
en los porcentajes establecidos en el inciso 1° del pre-
sente artículo, estará a cargo de las propias entidades. 
Del porcentaje correspondiente a la rama Judicial, de-
berá privilegiarse la creación de juzgados de extinción 
de dominio.

°  A partir de la fecha en que sea pu-
blicada la presente ley, el Consejo Nacional de Estu-
pefacientes no podrá adquirir pasivos con cargo a los 
recursos determinados en los porcentajes de que trata 
el presente artículo, salvo que la entidad correspon-

-
nal de Estupefacientes en que se tome favorablemente 
esta determinación.

°  En virtud de la presente ley se habi-
lita al Ministerio de Hacienda y Crédito Público para 
efectuar los ajustes presupuestales pertinentes que per-
mitan la asignación de los recursos a favor del nuevo 
administrador del Frisco.

°  El administrador del Frisco tendrá 
la facultad de policía administrativa para la recupe-
ración física de los bienes que se encuentren bajo su 
administración.

Las autoridades de Policía locales, municipales, 
departamentales y nacionales estarán obligadas a 

-
cada, el apoyo que requiera el representante legal o su 
delegado, para hacer efectiva la administración de los 
bienes que ingresan al Frisco.

En el evento en que el administrador del Frisco 
ejerza la facultad de policía administrativa a través 
de las Alcaldías y Secretarías de Gobierno, las mismas 
deberán proceder a asignar la Inspección de Policía, 
para ello contarán con un término máximo de quince 
(15) días contados a partir de la comunicación del ad-
ministrador. En igual término los inspectores estarán 

estará sujeto a la sanción disciplinaria correspondien-
te. La presentación de oposiciones no suspenderá la 
práctica de la diligencia”.

Artículo 23. Adiciónese un parágrafo al artículo 92 
de la Ley 1708 de 2014, el cual quedará así:

“Parágrafo. Los bienes objeto de enajenación de-
berán contar con el avalúo comercial, el cual tendrá una 
vigencia de 3 años y se actualizará anualmente con el 
reajuste anual adoptado por el Gobierno nacional si-
guiendo los criterios que para el avalúo catastral es-
tán contenidos en el artículo 6° de la Ley 242 de 1995, 
los artículos 9° y 10 de la Ley 101 de 1993 y 190 de 

-
nes en las condiciones físicas, jurídicas o uso del suelo 
y normativa del inmueble. En el evento en que exis-
tan circunstancias ajenas al Administrador del Frisco 
que impidan el acceso al inmueble, podrá efectuarse el 
avalúo teniendo en cuenta los precios de referencia del 
mercado y variables económicas y técnicas utilizadas 
por el perito, así como el uso del suelo y la normativi-
dad urbana vigente.
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Artículo 24. Modifíquese el artículo 93 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 93. -
 El administrador del 

Frisco, previa aprobación de un Comité conformado 
por un representante de la Presidencia de la República, 
un representante del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público y un representante del Ministerio de Justicia y 
del Derecho y la Sociedad de Activos Especiales (SAS) 
en su calidad de Secretaría Técnica, deberá enajenar, 
destruir, demoler o chatarrizar tempranamente los bie-
nes con medidas cautelares dentro del proceso de ex-
tinción de dominio cuando se presente alguna de las 
siguientes circunstancias:

1. Sea necesario u obligatorio dada su naturaleza.
2. Representen un peligro para el medio ambiente.
3. Amenacen ruina, pérdida o deterioro.
4. Su administración o custodia ocasionen, de 

gastos desproporcionados a su valor o administración.
5. Muebles sujetos a registro, de género, fungibles, 

consumibles, perecederos o los semovientes.
6. Los que sean materia de expropiación por utili-

dad pública, o servidumbre.
-

diciones de seguridad implique la imposibilidad de su 
administración.

La enajenación se realizará mediante subasta públi-
ca o sobre cerrado, directamente o a través de terceras 
personas, observando los principios del artículo 209 de 
la Constitución Política.

Los dineros producto de la enajenación temprana y 
de los recursos que generen los bienes productivos en 
proceso de extinción de dominio, ingresarán al Frisco 
y se destinarán bajo los lineamientos del artículo 91 de 
la presente ley.

Para efectos de la aplicación del presente artículo el 
administrador del Frisco constituirá una reserva técnica 
del treinta por ciento (30%) con los dineros producto 
de la enajenación temprana y los recursos que gene-
ran los bienes productivos en proceso de extinción de 
dominio, destinada a cumplir las órdenes judiciales de 
devolución de los bienes, tanto de los afectados actual-
mente como de los que se llegaren a afectar en procesos 
de extinción de dominio.

En todos los eventos una vez el bien sea enajena-
do, chatarrizado, demolido o destruido, el administra-
dor del Frisco deberá informar a la autoridad judicial 
que conoce del proceso de extinción de dominio. En 
la chatarrización o destrucción de bienes automotores, 
motonaves, aeronaves, será procedente la cancelación 
de la matrícula respectiva, sin los requisitos del pago de 
obligaciones tributarias de carácter nacional, revisión 
técnico-mecánica, seguro obligatorio, y sin que el bien 
llegue por sus propios medios a la desintegradora.

bien a destruir donde se deje evidencia sobre las razo-
nes por las que se ordenó la destrucción o chatarriza-
ción.

En la destrucción de sustancias controladas, las au-
toridades ambientales serán las responsables de reali-

preservar el medio ambiente sano, atendiendo al plan 
de manejo ambiental.

El administrador del Frisco podrá transferir el do-
minio a título de donación de los bienes perecederos a 
una entidad pública. En el evento de ordenarse la devo-
lución el administrador del Frisco efectuará una valora-
ción y se pagará con cargo al Frisco”.

Artículo 25. Adiciónese el parágrafo 3° al artículo 
106 de la Ley 1708 de 2014, el cual quedará así:

“Parágrafo 3°. En los casos en que se instauren 
procesos judiciales o administrativos en su contra por 
el estado de los bienes objeto de devolución, el admi-
nistrador del Frisco deberá llamar en garantía a los con-
tratistas, destinatarios y depositarios provisionales de 
los mismos”.

Artículo 26. Adiciónese el artículo 13A a la Ley 
1615 de 2013, el cual quedará así:

“Artículo 13A. -

El Fondo 
Especial para la Administración de Bienes podrá apli-
car el proceso de abandono de bienes a favor de la Fis-

la Ley 1615 de 2013, a los bienes administrados por 
más de un (1) año por el Fondo que no tengan vocación 
para que se inicie acción de extinción de dominio y que 
cumplan una de las siguientes características:

1. No sea posible determinar el proceso penal al 
cual se encuentran asociados.

-
zón a su deterioro o estado actual.

3. No tengan valor económico conforme a informe 
técnico.

5. Aquellos respecto de los cuales se desconozca su 
titular, poseedor o tenedor legítimo

Parágrafo 1°. En estos eventos, el Fondo será com-
petente para expedir orden de devolución a quien o 
quienes se establezca que tienen mejor derecho sobre 
el bien, la cual deberá ser comunicada en debida forma 
para garantizar el derecho al debido proceso; una vez 
comunicada empezarán a correr los términos para ini-
ciar el proceso de abandono.

Parágrafo 2°. Cuando en la sentencia o decisión 
con efectos equivalentes se omite el pronunciamiento 

-
so, la defensa, el Fiscal o el Ministerio Público podrán 
solicitar la adición de la decisión proferida, dentro de 

-
pectivo pronunciamiento.

Parágrafo 3°. La administración de los bienes mue-
bles sujetos o no a registro que no tengan vocación para 
que se inicie una acción de extinción de dominio, que 
en desarrollo de una investigación penal hayan sido de-
jados en custodia de la Fiscalía General de la Nación 
sin haberse adoptado ninguna de las medidas jurídicas 

sentencia o archivo, será asumida desde ese momento 
por el Fondo Especial para la Administración de Bienes 
de la Fiscalía.
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Parágrafo 4°. Los recursos del Fondo de Bienes de 
la Fiscalía General de la Nación, podrán ser destinados 
para apoyar al Instituto de Medicina Legal y Ciencias 
Forenses”.

Artículo 27. Modifíquese el artículo 110 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 110. 
 Las obligaciones que se causen sobre 

bienes con extinción de dominio o sobre bienes con 
medidas cautelares, tales como cuotas o expensas co-
munes, servicios públicos, y que son improductivos por 
no generar ingresos en razón a su situación o estado, se 
suspenderá su exigibilidad y no se causarán intereses, 
hasta cuando ocurra alguno de los siguientes eventos:

-
currencia de lo producido;

b) La enajenación y entrega del bien.
En el evento previsto en el literal b), el administra-

dor con cargo al Frisco pagará el importe de las obliga-
ciones no pagadas durante la suspensión y todos aque-
llos existentes con anterioridad a la misma.

Durante el tiempo de suspensión, las obligaciones a 
cargo de dichos bienes no podrán ser objeto de cobro 
por vía judicial ni coactiva, ni los bienes correspon-
dientes podrán ser objeto de medidas cautelares”.

Artículo 28. Modifíquese el artículo 116 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 116.  El procedimiento constará 
de dos fases:

1. Una fase inicial o preprocesal, preparatoria de la 
demanda de extinción de dominio a cargo de la Fiscalía 
General de la Nación. En esta fase se llevará a cabo la 
investigación, recolección de pruebas, decreto de me-
didas cautelares, solicitud de control de garantías sobre 
los actos de investigación y presentación de la deman-
da de extinción de derecho de dominio.

2. Una fase de juzgamiento a cargo del juez, que se 
iniciará con la presentación de la demanda de extin-
ción de dominio por la Fiscalía General de la Nación. 
Durante esta última etapa los afectados e intervinientes 
podrán ejercer su derecho de contradicción en los tér-
minos de la presente ley”.

Artículo 29. Modifíquese el artículo 120 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 120.  Se podrá retribuir has-
ta con el cinco [5%] del producto que se obtenga de 
la enajenación de los bienes que sean objeto de extin-
ción de dominio y se encuentren estrechamente ligados 
a grupos delictivos organizados, siempre y cuando no 
supere los dos mil quinientos [2.500] SMLMV, al par-

de bienes que se encuentren incursos en alguna de las 
causales de extinción de dominio.

Cuando el Juez lo considere procedente, de acuer-

retribuir al particular con la conservación del derecho 
de propiedad sobre bienes cuyo origen sea consecuen-
cia de una actividad ilícita. Lo anterior siempre que el 
valor comercial de los bienes no supere el cinco [5%] 
del total de los bienes objeto de extinción de dominio, 
que no exceda los 2.500 SMLMV y que no se trate de 

La tasación la propondrá motivadamente la Fiscalía 
y la decidirá el Juez, quien de encontrarla razonable la 
incluirá en la sentencia, guardando reserva de la iden-
tidad del particular.

criterios que deberán aplicarse para evaluar el grado de 
-

cular”.
Artículo 30. Modifíquese el artículo 122 de la Ley 

1708 de 2014, el cual quedará así:
“Artículo 122. -
 -

ción de dominio se podrá solicitar, previa autorización 
judicial, acceso a las bases de datos en búsqueda de la 
información necesaria para la procedencia de la acción, 
cruces de información en las bases de datos de entida-

-
llas involucradas con la operación, registro y control de 
derechos patrimoniales. Esta autorización podrá conce-
derse por un (1) año, prorrogable por un término igual.

Para el ejercicio de estas funciones las entidades 
mencionadas facilitarán la consulta y cruce de bases de 
datos a través de puntos de información en las sedes de 
la Fiscalía que esta solicite.

Asimismo, cuando se adelanten investigaciones con 
-

va bancaria, cambiaria, bursátil, tributaria y en general 
ninguna reserva legal”.

Artículo 31. Adiciónese el artículo 122B a la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 122B.  Las 
entidades públicas que sean objeto de requerimientos 
por parte de la autoridad competente en el curso de la 
acción de extinción de dominio, deberán atender di-

gratuita, dentro de un plazo no mayor a cinco (5) días 
hábiles contados a partir del recibo del requerimiento.

Los gastos de envío de la información serán asumi-
dos por la entidad que expide los documentos, el ser-
vidor público responsable que incumpla con el término 
establecido en el inciso anterior incurrirá en las sancio-
nes previstas en la ley”.

Artículo 32. Modifíquese el artículo 123 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 123.  
Concluidas las labores de investigación ordenadas du-
rante la fase inicial se proferirá resolución de archivo o 
demanda de extinción de dominio. En este último even-
to, en cuaderno aparte el Fiscal también podrá dictar 
medidas cautelares si no lo ha hecho antes o existen 
nuevos bienes”.

Artículo 33. Adiciónese un numeral 6 al artículo 
124 de la Ley 1708 de 2014, que quedará así:

“6. Que los bienes objeto de extinción de dominio 
sean improductivos, se encuentren deteriorados, sean 
inoperantes, o se encuentren en un estado en el cual los 

se obtendrían con su extinción”.
Artículo 34. Elimínese el epígrafe “Capítulo II. Fi-

jación Provisional de la Pretensión” del Capítulo II del 
Título IV del Libro III de la Ley 1708 de 2014.
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Artículo 35. Modifíquese el epígrafe “Capítulo III. 
Del Procedimiento Abreviado de Extinción de Domi-
nio” del Capítulo III del Título IV del Libro III de la 
Ley 1708 de 2014 por “Capítulo II. Del Procedimiento 
Abreviado de Extinción de Dominio”.

Artículo 36. Modifíquese el epígrafe “Capítulo IV. 
Trámite del Requerimiento de Declaratoria de Impro-
cedencia” del Capítulo IV del Título IV del Libro III 
de la Ley 1708 de 2014 por “Capítulo III. Trámite del 
Requerimiento de Declaratoria de Improcedencia”.

Artículo 37. Modifíquese el epígrafe “Capítulo V. 
El juicio de extinción de dominio” del Capítulo V del 
Título IV del Libro III de la Ley 1708 de 2014 por “Ca-
pítulo IV. El juicio de extinción de dominio”.

Artículo 38. Modifíquese el artículo 132 de la Ley 
1708 de 2014, que quedará así:

“Artículo 132. -
 La demanda presentada por el Fiscal 

ante el juez de extinción de dominio es un acto de par-
te, mediante el cual se solicita el inicio del juicio. Esta 
demanda deberá cumplir como mínimo los siguientes 
requisitos:

1. Los fundamentos de hecho y de derecho en que se 
sustenta la solicitud.

bienes que se persiguen.
3. Las pruebas en que se funda.
4. Las medidas cautelares adoptadas hasta el mo-

mento sobre los bienes.
-

tados reconocidos en el trámite.
La contradicción de la demanda presentada por la 

Fiscalía tendrá lugar durante la etapa del juicio, ante el 
juez de extinción de dominio”.

Artículo 39. Modifíquese el artículo 133 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 133. -
 En cualquier etapa del proceso 

141 de la presente ley, el afectado podrá reconocer de 
manera expresa que concurren sobre el bien los presu-
puestos de una o varias de las causales de extinción de 
dominio y renunciar a presentar oposición, evento en el 

-
tar ante el juez de extinción de dominio la pretensión 
extintiva y se remitirán las carpetas al juez para que 
emita la correspondiente sentencia por vía anticipada.

El afectado que se acoja a este trámite abreviado 

1. Conservar el derecho de propiedad sobre uno o 
algunos de los bienes cuyo origen sea consecuencia de 
una actividad ilícita, siempre y cuando el Fiscal lo con-

y el valor comercial de los mismos no supere el tres 
[3%] del total de los bienes objeto de colaboración, o 
los montos en salarios mínimos del artículo 120 de la 
presente ley.

2. El afectado que se acoja a este trámite abreviado 
podrá hacerse acreedor a la retribución de que trata el 
artículo 120 de la presente ley, la cual será de hasta 
un cinco [5%] del valor de los bienes que sean obje-

to de colaboración, sin exceder los dos mil quinientos 
[2.500] SMLMV. Podrá igualmente el afectado hacerse 
acreedor a otro [5%] del valor de los bienes que se en-
cuentren en causal de extinción de dominio, sin exceder 
los dos mil quinientos [2.500] SMLMV, sobre los cua-
les informe a la Fiscalía siempre y cuando se aporten 

y efectiva a lograr el cumplimiento de uno o varios de 

de justicia, en especial, los siguientes:
a) Adelantar acciones a favor de las víctimas de 

actividades ilícitas de las cuales tenga conocimiento a 
través de acciones idóneas dirigidas a cesar los efectos 
del delito o que permitan el efectivo restablecimiento 
del derecho o la reparación de los perjuicios causados.

b) Ayudar a la desarticulación de organizaciones 
-

ción de sus dirigentes e integrantes y el aporte de ele-
mentos de prueba que permitan la demostración de su 
responsabilidad penal.

c) Contribuir con información y elementos de prue-
ba que permitan investigar y sancionar casos de corrup-
ción o neutralización de las acciones de la administra-
ción de justicia.

d) Contribuir en la eliminación de la infraestructu-
ra económica de las organizaciones criminales a través 

pasibles de comiso penal o extinción de dominio y el 
aporte de elementos de juicio que permitan obtener las 
sentencias respectivas.

Artículo 40. Modifíquese el artículo 137 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 137.  Recibida la deman-
da de extinción de dominio presentada por la Fiscalía, 
el juez proferirá el auto admisorio correspondiente que 

-
sible se aplicarán las reglas dispuestas en el artículo 
55A”.

Artículo 41. Modifíquese el artículo 138 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 138.  
El auto que admite la demanda para el inicio del jui-

del Ministerio Público y al Ministerio de Justicia y del 
Derecho, en la forma prevista en el artículo 53 de la 
presente ley”.

Artículo 42. Modifíquese el artículo 139 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 139. .
afectado no pudiere hacerse en la primera ocasión que 
se intenta, se aplicará el procedimiento establecido en 
el artículo 55A del presente código”.

Artículo 43. Modifíquese el artículo 141 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 141. 
. Dentro de los diez (10) días siguientes 

sujetos e intervinientes podrán:
1. Solicitar la declaratoria de incompetencia y pre-

sentar impedimentos, recusaciones o nulidades.



Página 14 Viernes, 12 de mayo de 2017 G  331

2. Aportar pruebas.
3. Solicitar la práctica de pruebas.
4. Formular observaciones sobre la demanda de ex-

tinción del derecho de dominio presentada por la Fisca-
lía si no reúne los requisitos.

El juez resolverá sobre las cuestiones planteadas 
dentro de los cinco (5) días siguientes, mediante auto 
interlocutorio.

En caso de encontrar que la demanda de extinción 
de dominio no cumple los requisitos, el juez lo devol-
verá a la Fiscalía para que lo subsane en un plazo de 
cinco (5) días. En caso contrario lo admitirá a trámite”.

Artículo 44. Adiciónese el artículo 142A a la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 142A. -
. La justicia premial en extinción 

de dominio deberá hacerse con sujeción a la política 
criminal del Estado.

La negociación patrimonial por colaboración efec-
tiva en extinción de dominio deberá ser propuesta por 

los sujetos procesales e intervinientes previsto en el ar-
tículo 141 de esta ley y hasta antes de dictar sentencia. 
El afectado podrá solicitar la suspensión del proceso 

-
gador un plan de colaboración con la justicia y las con-
diciones que estaría dispuesto a cumplir. La suspensión 
del proceso no podrá extenderse por más de 30 días.

El Fiscal que evalúa la propuesta del afectado, in-
formará al juez de conocimiento para la respectiva sus-
pensión del juicio.

Una vez se determine la viabilidad de adelantar la 
negociación patrimonial por colaboración efectiva, el 
Fiscal solicitará la extinción del bien objeto de proceso 
y estimará el porcentaje de retribución al afectado, el 

bien, siempre y cuando no supere los dos mil quinien-
tos [2.500] SMLMV, o la conservación del derecho de 
propiedad sobre bienes pasibles de extinción de domi-

-
pondan hasta un [3%] del valor de los bienes objeto de 
colaboración sin superar los dos mil quinientos [2.500] 
SMLMV

El juez de conocimiento realizará el control de le-
galidad de la negociación patrimonial por colaboración 
efectiva. Si lo encuentra ajustado a derecho, emitirá la 
sentencia de extinción de dominio, en caso contrario, 
ordenará continuar con la actuación procesal. En todo 

cumplimiento de la negociación por parte del afectado.
Parágrafo 1°. Con fundamento en la terminación 

anticipada del juicio, el afectado podrá solicitar su in-
clusión en el programa de protección de testigos, siem-
pre que el Fiscal lo considere procedente.

Parágrafo 2°. El Fiscal de Extinción de Dominio 
enviará un informe a la Dirección de Fiscalías Naciona-
les y a la Dirección Nacional de Articulación de Fisca-
lías Nacionales Especializadas, en el que se reseñen los 
términos de la colaboración del afectado. Este informe 
servirá como criterio para la aplicación del principio 

Artículo 45. Adiciónese el artículo 142B a la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 142B.  La negociación patri-
monial por colaboración efectiva se aplicará en los si-
guientes casos:

1. Cuando el afectado informe sobre la existencia de 
otros bienes de su propiedad, diferentes a los denuncia-
dos en el proceso, que estén inmersos en alguna de las 
causales de extinción de dominio.

2. Cuando el afectado informe sobre la existencia 
de bienes ajenos que estén inmersos en alguna de las 
causales de extinción de dominio, siempre y cuando 
el monto de los bienes sea representativo a juicio del 
Fiscal.

3. Cuando el afectado informe sobre la existencia de 
estructuras criminales cuyos bienes estén inmersos en 
alguna de las causales de extinción de dominio.

4. Cuando el afectado informe sobre la existencia de 
redes de testaferrato o colaboradores de organizaciones 
criminales cuyos bienes estén inmersos en alguna de 
las causales de extinción de dominio”.

Artículo 46. Modifíquese el artículo 151 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 151.  Durante la fase inicial 
las pruebas serán reservadas. Durante el juzgamiento 
no habrá reserva y las pruebas podrán ser de público 
conocimiento”.

Artículo 47. Modifíquese el artículo 152 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 152.  En el proceso 
de extinción de dominio opera la carga dinámica de la 
prueba. Corresponde al afectado probar los hechos que 
sustenten la improcedencia de la causal de extinción de 
dominio.

La Fiscalía General de la Nación tiene la carga de 

prueba que demuestran la concurrencia de alguna de 
las causales previstas en la ley para la declaratoria de 
extinción de dominio y que el afectado no es un terce-
ro de buena fe exenta de culpa. Y por su parte, quien 
alega ser titular del derecho real afectado tiene la car-
ga de allegar los medios de prueba que demuestren los 
hechos en que funde su oposición a la declaratoria de 
extinción de dominio.

Cuando el afectado no allegue los medios de prueba 
requeridos para demostrar el fundamento de su oposi-
ción, el juez podrá declarar extinguido el derecho de 
dominio con base en los medios de prueba presentados 
por la Fiscalía General de la Nación, siempre y cuando 
ellos demuestren la concurrencia de alguna de las cau-
sales y demás requisitos previstos en esta ley para tal 
efecto”.

Artículo 48. Adiciónese el artículo 152A a la Ley 
1708 de 2014, la cual quedará así:

Artículo 152A. -
 Cuando existan elementos 

de juicio que indiquen que los bienes perseguidos en 
extinción de dominio se encuentran estrechamente vin-
culados a grupos delictivos organizados se presume su 
origen y/o destinación en la actividad ilícita.

En cumplimiento de esta presunción, la Fiscalía 
General de la Nación podrá presentar directamente de-



G  331  Viernes, 12 de mayo de 2017 Página 15

manda de extinción de dominio ante el juez de conoci-
miento, quien adelantará la etapa de juzgamiento en los 
términos previstos en el presente código.

Parágrafo. Se entenderá grupo delictivo organizado, 
como un grupo estructurado de tres o más personas que 
exista durante cierto tiempo y que actúe concretamente 
con el propósito de cometer uno o más delitos graves 
directa o indirectamente con miras a obtener un bene-

consonancia con la Convención de Naciones Unidas 
Contra el Crimen Organizado.

Artículo 49. Modifíquese el artículo 189 de la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 189. . 
Cuando el Fiscal General de la Nación o su delegado 
reciban declaración a un afectado durante la fase ini-

sus bienes se encuentra en una de las causales de extin-
ción de dominio, el funcionario ordenará la ruptura de 
la unidad procesal, presentará la demanda de extinción 

la confesión y la remitirá inmediatamente al juez junto 
con la copia de la confesión, para que este siga el pro-
cedimiento abreviado de extinción de dominio.

Artículo 50. Adiciónese el artículo 189A a la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 189A. -
 Cuando no curse un pro-

ceso de extinción de dominio sobre los mismos bienes, 
y exista interés del titular de confesar voluntariamente 
la existencia de bienes inmersos en alguna de las cau-
sales de extinción de dominio, el interesado reconocerá 
de manera expresa que concurren sobre los bienes los 
presupuestos de una o varias de las causales de extin-
ción de dominio y renunciará a presentar oposición.

Una vez presentada la solicitud el Fiscal evaluará la 

de los bienes denunciados. Excepcionalmente y de ma-
nera discrecional podrá realizar una investigación ex-
pedita cuando exista duda razonable sobre el propósito 
y contenido de la confesión.

Realizado lo anterior el Fiscal procederá a elaborar 
un acta en la cual se consignen la lectura de los dere-
chos constitucionales al interesado y el contenido de la 
confesión.

Posteriormente presentará directamente la demanda 
de extinción de dominio ante el juez competente quien 
prescindiendo del derecho de oposición, evaluará la 
procedencia del acuerdo y dictará sentencia anticipada 
de extinción del derecho de dominio.

La retribución a favor del interesado en realizar la 
confesión de parte seguirá las mismas reglas del artícu-
lo 142A de la presente ley”.

Artículo 51. Adiciónese el artículo 208A a la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 208A. 
 La Fiscalía General de la Nación podrá 

solicitar a la autoridad competente del país cooperan-
te la ejecución de las medidas cautelares sobre bienes 
objeto de extinción de dominio que se encuentren en el 
exterior. Estas medidas serán sometidas al control de 
legalidad correspondiente ante los jueces de extinción 

En lo pertinente se aplicarán las reglas de cooperación 
judicial contenidas en esta ley”.

Artículo 52. Adiciónese el artículo 216A a la Ley 
1708 de 2014, el cual quedará así:

“Artículo 216A. 
. La Fiscalía General de la Nación 

podrá constituir pólizas con cargo a sus recursos pro-
venientes del Frisco para amparar el riesgo de daño 
antijurídico que se ocasione con las decisiones adop-
tadas por los Fiscales dentro del proceso de extinción 
de dominio.

Estas pólizas buscarán garantizar el derecho de de-
fensa y adecuada representación de los Fiscales que así 
lo soliciten, al encontrarse incursos en instancias disci-
plinarias o penales, siempre y cuando la presunta falta 
disciplinaria o delito se relacione directamente con la 
actividad de investigación en los procesos de extinción 
de dominio.

El Director de Fiscalía Nacional Especializada en 
Extinción de Derecho de Dominio será el competente 
para autorizar la procedencia de la solicitud en cada 
caso concreto”.

Artículo 53. Modifíquese el parágrafo 4° del artícu-
lo 17B de la Ley 975 de 2005.

“Parágrafo 4°. Cuando los bienes entregados, ofre-
cidos o denunciados por los postulados estén involucra-
dos en un trámite de extinción del derecho de dominio 
adelantado en el marco de la Ley 793 de 2002 y demás 

de Justicia y Paz solicitará la medida cautelar sobre el 
bien. Una vez decretada la medida, el Fiscal o el juez 
que conozca del trámite de extinción de dominio de-
clarará la improcedencia extraordinaria de la acción de 
extinción de dominio sobre este bien y ordenará al Ad-
ministrador del Fondo para la Rehabilitación, Inversión 
Social y Lucha contra el Crimen Organizado (Frisco), o 
quien haga sus veces, que ponga de manera inmediata 
el bien a disposición del Fondo para la Reparación de 
las Víctimas. Esta decisión no será sometida al grado 
jurisdiccional de consulta. En este caso, de conformi-
dad con lo establecido en el artículo 11C, los bienes sin 
vocación reparadora no podrán ingresar al Fondo para 
la Reparación de las Víctimas”.

Artículo 54. Modifíquese el artículo 9° de la Ley 
785 de 2002, el cual quedará así:

“Artículo 9°.  Los impuestos 
sobre los bienes que se encuentran en administración 
o a favor del Frisco no causan intereses remuneratorios 
ni moratorios durante el proceso de extinción de domi-
nio, y en ese lapso se suspenderá el término para iniciar 
o proseguir los procesos de jurisdicción coactiva. De-
clarada la extinción de dominio, y una vez enajenados 
los bienes, se cancelará el valor tributario pendiente por 
pagar con cargo al producto de la venta, incluyendo el 
pago de obligaciones tributarias causadas con anterio-
ridad a la incautación del bien”.

Artículo 55. Modifíquese el artículo 2° de la Ley 
1615 de 2013, el cual quedará así:

“Artículo 2°. 
El Fondo Especial para la Administración 

de Bienes de la Fiscalía General de la Nación se or-
ganizará como un fondo- cuenta con personería jurí-
dica y autonomía administrativa, de conformidad con 
las disposiciones presupuestales para los fondos espe-
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ciales establecidas en el artículo 27 de la Ley 225/95, 
artículos 11 y 30 del Decreto 111 de 1996, las normas 

presente ley.
Este fondo será representado legalmente por un ge-

rente de libre nombramiento y remoción que designará 
el Fiscal General de la Nación de la planta de personal 
de la entidad, quien deberá contar con estudios, conoci-
mientos y experiencia profesional en asuntos de admi-

el ejercicio de la representación legal del fondo”.
Artículo 56. 

a lo dispuesto en la presente ley, se habilita al Minis-
terio de Hacienda y Crédito Público para efectuar los 
ajustes presupuestales necesarios para viabilizar la eje-
cución del presupuesto tanto de la Sociedad de Activos 
Especiales como de las entidades destinatarias de los 
recursos del Frisco.

De igual manera el Administrador del Frisco podrá 
realizar los ajustes presupuestales necesarios para efec-
tuar los respectivos traslados, conforme lo establecido 
en el artículo 91 de la Ley 1708 de 2014.

Artículo 57. Régimen de transición. Los procesos 
que a la fecha de entrada en vigencia de la presente 

-
tinción de dominio continuarán el procedimiento esta-
blecido originalmente en la Ley 1708 de 2014, excepto 
en lo que respecta la administración de bienes. En las 

provisional se aplicará el procedimiento dispuesto en la 
presente ley.

Artículo 58. Vigencia. Esta ley entrará a regir a par-
tir la fecha de su promulgación, deroga los artículos 97, 
126, 127, 129 y 131 de la Ley 1708 de 2014, el numeral 
14 del artículo 11 del Decreto-ley 2897 de 2011 y las 
demás normas que le sean contrarias.

De los honorables Senadores y Representantes,

PONENCIAS

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY

NÚMERO 165 DE 2016 SENADO, 017 DE 2016 
CÁMARA

por la cual se dictan normas de fomento a la cien-
cia, tecnología e innovación mediante la creación de 

otras disposiciones.
Bogotá, D. C., mayo 3 de 2017
Honorable Senador
ÁNGEL CUSTODIO CABRERA
Presidente Comisión Sexta Constitucional
Honorable Senado de la República
La Ciudad
Distinguido Presidente:
En cumplimiento del honroso encargo impartido 

por la Mesa Directiva de la Comisión y en virtud de los 
artículos 153 a 156 de la Ley 5ª de 1992, me permito 
someter a consideración informe de ponencia del Pro-
yecto de ley número 165 de 2016 Senado, 017 de 2016 
Cámara, por la cual se dictan normas de fomento a la 
ciencia, tecnología e innovación mediante la creación 

otras disposiciones.
I. ANTECEDENTES DEL PROYECTO
El proyecto de ley objeto de estudio es de origen 

Congresional, de autoría del honorable Representante a 
la Cámara Iván Darío Agudelo Zapata.

Fue radicado en la Secretaría General de la Cámara 
de Representantes el veintiuno (21) de julio de la pre-
sente anualidad, y fue publicado, conforme el mandato 
constitucional, en la  número 534 
de 2016.

El proyecto fue remitido a la Comisión Sexta de la 
Cámara de Representantes para la respectiva designa-
ción de los ponentes del mismo; así pues, conforme a la 
Ley 5ª de 1992, el día 4 de agosto de 2016 se designó al 

mismo Representante a la Cámara Iván Darío Agudelo 
Zapata como Ponente.

El día 5 de agosto de 2016 se radicó el informe de 
ponencia para primer debate del proyecto, que fue pu-
blicado en la  número 592 de 2016.

Una vez aprobado en primer debate el proyecto en 
mención por la Comisión Sexta de la Cámara, siendo 

como el título del proyecto, y consecutivamente se rea-
lizó la designación al mismo Representante a la Cámara 
Iván Darío Agudelo Zapata como ponente para segundo 
debate.

El día 23 de agosto de 2016 se radicó el informe de 
ponencia para segundo debate del proyecto.

El día 10 de octubre de 2016 fue aprobado en segun-
do debate el proyecto en mención por la Plenaria de la 
Cámara de Representantes, siendo aprobado tanto en el 
articulado como en el título del proyecto, el cual a con-
tinuación se trascribe:

El día 13 de diciembre fue aprobado el informe de 
ponencia para tercer debate. No obstante, se presentó 
proposición para realizar audiencia pública, la cual fue 
realizada el día 23 de marzo de 2017.

PROYECTO DE LEY NÚMERO 017 DE 2016 
CÁMARA, 165 DE 2016 SENADO

por la cual se dictan normas de fomento a la cien-
cia, tecnología e innovación mediante la creación de 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El objeto de la presente ley es promover 

el emprendimiento innovador y de alto valor agregado 
en las instituciones de educación superior (IES) que 
propenda por el aprovechamiento de los resultados de 
investigación y la transferencia de conocimientos a la 

cultural y económico a nivel local, regional y nacional.
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-
miento derivadas de la actividad investigativa.

Artículo 2°. Las instituciones de educación superior 

afectar sus planes de mejoramiento, con o sin partici-
pación de particulares. Los servidores públicos docen-
tes, cualquiera sea su forma o naturaleza de vinculación 
legal, podrán formar parte de ellas a cualquier título o 

-
tituciones de educación superior (IES) y con las perso-
nas privadas que manejen recursos públicos, de acuerdo 
con la ley, reglamentos y estatutos propios.

Parágrafo 1°. Los particulares participarán en las 

393 de 1991.
Parágrafo 2°. Las iniciativas de emprendimiento de 

articuladas con los planes regionales de competitividad 
y con las políticas del Sistema Nacional de Ciencia, Tec-
nología e Innovación (SNCTI).

Artículo 3°. Los docentes o investigadores que for-

-

salarial ni doble asignación por parte del tesoro público.
-
-

mente de la actividad de esta.
-
-

cos, en tal caso las instituciones de educación superior 
(IES), podrán crear un fondo para fomentar las activida-
des de ciencia, tecnología e innovación.

Artículo 5°. Derogatoria y vigencia. La presente ley 
-

cial y deroga las demás disposiciones legales o regla-
mentarias que le sean contrarias.

Posteriormente, el proyecto fue remitido a la Comi-
sión Sexta del Senado de la República para la respectiva 
designación de los ponentes del mismo; así pues, acorde 
a la Ley 5ª de 1992, el día 10 de noviembre de 2016 de-
signaron al suscrito como ponente.

Resulta oportuno entonces expresar que el proyecto 
se fundamenta y cumple con el mandato constitucional 
con relación al contenido de las iniciativas legislativas y 
la competencia del Congreso al respecto.

II. ANTECEDENTES CRONOLÓGICOS DEL 
PROYECTO DE LEY

2.1 Década de los noventa y Constitución de 1991
-
-

zo único de un país del tercer mundo sobre este tema, 
naciendo el hoy extinto Instituto de Asuntos Nucleares, 
que en su momento le valió al Estado colombiano en 
1960 ser admitido al Organismo Internacional de Ener-

importante que adelantó Colombia hasta entonces, si-
guiendo las teorías del desarrollo que proclaman la po-
sibilidad de alcanzar la prosperidad de Occidente por la 

abandonó el esfuerzo. El 31 de marzo de 1998 se decidió 
acabar el proyecto, el entonces presidente Ernesto Sam-
per liquidó el Instituto de Ciencias Nucleares y Energías 
Alternativas.

En la década de los noventa, en el marco de los pro-
cesos de liberalización económica, Colombia inicia la 
creación y fortalecimiento de un Sistema Nacional de 

Ciencia, Tecnología e Innovación (SNCTeI), encami-
nado a lograr un modelo productivo, sustentado en la 
ciencia, la tecnología y la innovación (C. T. I.). Esto se 
evidencia con la expedición del primer régimen de C. T. 
I. nacional Ley 29 de 1990 y la expedición de diversas 
disposiciones constitucionales y legales encaminadas al 
logro de este propósito.

La Carta Política de 1991, en los artículos 65, 67, 69, 
70, 71 y 361, teniendo en cuenta el principio de autono-
mía universitaria, desarrollado por la Ley 30 de 1992, 
entrega a las universidades colombianas el importante 

-
nómico, político a nivel nacional y regional, por lo que 
deben articularse al Sistema Nacional de Ciencia, Tec-
nología e Innovación (SNCTeI) como centros generado-
res de conocimiento transferible y aprovechable.

Este mandato fue comprendido y asumido por las 
universidades del país, lo que se ha traducido en el in-
cremento de recursos para la Investigación, Desarrollo e 
Innovación (I+D+I), creación de unidades de transferen-
cia de tecnología, fondos de capital de riesgo, programas 
de apoyo a emprendedores, entre otros.

En el marco de esta tendencia se viene escuchando 
desde hace algunos años en el ecosistema universitario 
el término “Empresa de Base Tecnológica, EBT, tipo 

-

la universidad da vida a una nueva unidad productiva, 
capaz de llevar a cabo el proceso de transferencia de tec-
nologías. En el panorama mundial, este tipo de iniciati-
vas dispone que los investigadores que participaron en 
la generación de la innovación y tecnologías base de la 
empresa se vinculen a la misma y reciban parte de las 
utilidades que dichas unidades productivas generen.

Esto ha sido entendido en el país y desde hace va-
rios años vienen gestándose desde las universidades 

la creación de este tipo de empresas como mecanismo 
de transferencia de tecnología con participación de los 
investigadores-servidores, desde los entes universitarios 
autónomos de carácter público, supone una estructura 
de orden jurídico y administrativo que actualmente se 
encuentra dispersa, con alcances de interpretación ambi-
gua en la normativa colombiana.

Esta situación genera incertidumbre y dudas sobre 
la existencia de una barrera jurídica para la utilización 
de este tipo de herramienta de transferencia del cono-
cimiento por parte de las universidades públicas del 
país, toda vez que el panorama normativo colombiano 
supone la existencia de un Régimen de Inhabilidades, 
Incompatibilidades y Prohibiciones (RIIP) que genera 
resistencia para que participen investigadores, docentes, 
administrativos que son servidores públicos por el temor 
de la doble asignación salarial, tema que más adelante lo 
trataremos desde lo jurídico.

2.2 Año 2012. Primer Foro Nacional sobre Spin 

permita superarlas, se realizó a principios del 2012, en la 
Universidad de Antioquia, el foro nacional ¿Pueden las 

principal de este encuentro, que contó con la presencia 
de las principales universidades públicas del país y con 
la presencia de representantes del Departamento Admi-
nistrativo de Ciencia, Tecnología e Innovación (Col-
ciencias) (Secretaría General y Dirección de Desarrollo 
Tecnológico e Innovación) y del Ministerio de Educa-
ción Nacional, fue exponer las diferentes visiones que 
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tienen los entes universitarios autónomos relacionadas 
con la forma en que se puede concebir este fenómeno de 
interés para todos.

Las instituciones que asistieron a la jornada coinci-
dieron en que resulta necesario estudiar con rigor téc-
nico si existe en efecto una barrera jurídica que impide 
que los servidores públicos docentes y administrativos 

posiciones institucionales, que en algunos casos son di-
símiles entre las mismas universidades, por efectos de 
la interpretación del articulado superior en esta materia.

2.3 Año 2013 - Grupo gestor de universidades pú-
blicas del país

Para gestionar lo anterior se constituyó un Grupo 
Gestor, conformado por la Universidad Nacional de 
Colombia, la Universidad de Antioquia, la Universidad 
Industrial de Santander, la Universidad del Valle y la 
Universidad Tecnológica de Pereira. El objetivo del 
grupo gestor es asumir el liderazgo de este análisis, que 
permitirá allanar el camino en procesos de transferen-
cia tecnológica en universidades públicas cuando tomen 

con los investigadores, docentes o administrativos que 
participaron en la gestación de la tecnología base.

Frente a estos hechos, Colciencias decidió aunarse 
al liderazgo del Grupo Gestor, apoyo que se evidencia 
hasta hoy en forma constructiva, desarrollando el man-
dato que le fue asignado como ente rector del SNCTeI, 
encaminado a propiciar las condiciones necesarias para 

-
res se relacionen con los sectores social y productivo y 
favorezcan, en primer orden, la ciencia, la tecnología e 
innovación y como resultado la productividad, la com-
petitividad, el emprendimiento, el empleo y el mejora-
miento de las condiciones de vida de las personas que 
integramos esta nación.

Consecuentes con lo anterior, se suscribió el Contra-
to 5488/2013 entre la Asociación Colombiana para el 
Avance de la Ciencia (ACAC) y la Universidad de An-
tioquia, instituciones delegadas por Colciencias y por el 
Grupo Gestor para que adelantaran los trámites contrac-
tuales necesarios para realizar el estudio requerido; en 
este orden de ideas se designó para la ejecución técnica, 
y la operación logística de las actividades del proyecto, a 
un Comité Coordinador integrado por la Universidad de 
Antioquia y la Universidad Nacional de Colombia, sede 
Medellín, con el apoyo de la Corporación Tecnnova 
Universidad Empresa Estado (UEE).

2.4 Años 2013-2014
Se lleva a cabo el proyecto de impacto nacional cuyo 

objetivo fue “Determinar las alternativas jurídicas me-
diante las cuales se habilite expresamente la participa-
ción de servidores públicos en la creación de empresas 
de conocimiento, como resultado de la actividad acadé-
mica y/o mecanismo de transferencia de tecnología, con 
participación de instituciones de educación superior pú-
blicas (IES Públicas)” que según su carácter académico, 

• Instituciones técnicas profesionales.
• Instituciones tecnológicas.
• Instituciones universitarias o escuelas tecnológicas.
• Universidades.

cabo los siguientes procesos:
1. Revisión conceptual nacional e internacional (Es-

tados Unidos, Japón, Brasil, España, Francia).

2. Revisión de casos nacionales (Universidad Nacio-
nal de Colombia, Universidad de Antioquia, Universi-
dad del Valle, Universidad Industrial de Santander).

3. Análisis normativo y jurisprudencial.
-

ponente surge la presente iniciativa legislativa).
En el año 2015 se efectúan los eventos denomina-

dos Hoja de Ruta para el alistamiento, constitución y 

el primer encuentro en la ciudad de Medellín el 25 de 

la ciudad de Bucaramanga, Santander, en la Universi-
dad Industrial (UIS) el 22 de febrero de 2016 y el tercer 

-
versidad Militar Nueva Granada el 8 de julio de 2016. 
Eventos que se han desarrollado con el auspicio del 
Departamento Administrativo de Ciencia, Tecnología e 
Innovación (Colciencias); la Corporación Ruta N Me-
dellín y la Corporación Tecnnova Universidad Empresa 
Estado, en el marco del proyecto Hoja de Ruta para el 
alistamiento, constitución y puesta en marcha de Spin 

Así mismo en el año 2015 en el mes de mayo se pre-
senta este proyecto de ley, siendo aprobado en primer y 
segundo debate, pasando a debate al Senado de la Repú-
blica, donde por tiempo se hunde, por ser un proyecto 
de ley importante para el desarrollo del país volvemos 
a radicarlo el 21 de julio de 2016 correspondiéndole el 
número 017 de 2016 Cámara.

3. OBJETO DEL PROYECTO
El Proyecto de ley número 017 de 2016 Cámara 

pretende crear un ambiente institucional y normativo 
idóneo para la constitución de empresas de base tecno-

supera barreras normativas que obstaculizan la creación 
de Spin 
superior públicas (IES públicas) que según su carácter 
académico son, como ya se dijo, instituciones técnicas 
profesionales, instituciones tecnológicas, instituciones 
universitarias o escuelas tecnológicas y universidades 
públicas y sus funcionarios, debido a las inhabilidades 
e incompatibilidades que enfrentan los docentes en su 
calidad de servidores públicos.

El objetivo concreto del proyecto es que se habilite 
en las universidades públicas colombianas la posibili-

con la participación de los investigadores que gestaron 
las tecnologías base de la empresa y que estos puedan 
recibir incentivos por la explotación de sus creaciones 

4. JUSTIFICACIÓN
Con las siguientes preguntas y respuestas se pretende 

-
to de ley.

¿Por qué es importante esta norma?
Porque las universidades públicas del país han identi-

-
to transferible al mercado es necesario que se habilite 
expresamente la creación de Empresas de Base Tecnoló-

Es una empresa que tiene por objeto comercializar 
los nuevos conocimientos generados en grupos de inves-
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¿Qué son nuevos conocimientos?
-

dad intelectual como nuevos productos, procesos, méto-

Yahoo.
¿Para qué comercializar nuevos conocimientos?
Porque genera ventajas competitivas en nuestra eco-

nomía, cambiamos la tradicional industria de bienes pri-
marios.< o:p>.

¿Por qué la universidad debe explotar esos nuevos 

Porque su obligación a partir de la Constitución de 
1991 es ser factor de desarrollo social y económico. 
Dejar los resultados de sus investigaciones en anaque-
les podría representar detrimento patrimonial por la no 
gestión social o económica de sus activos de propiedad 
intelectual.

La universidad como dueña de las tecnologías (apor-
tan la propiedad intelectual).

Los investigadores que conocen de la tecnología 

Inversionistas privados que conocen del mercado y 
-

nanciación de la empresa).
Además de lo anterior, la propuesta busca generar 

condiciones que fomenten, dinamicen y brinden garan-
-

nológico innovador y la transferencia tecnológica de alto 
valor agregado desde las universidades públicas, y priva-
das, como principales centros de producción de conoci-
miento en Colombia, contribuyendo a la disminución de 

prosperidad, planteado por el actual Gobierno, que están 
consignadas en el Plan Nacional de Desarrollo “Todos 
por un Nuevo País” (…) “necesariamente, por una reduc-
ción de las desigualdades regionales y de las brechas de 
oportunidades que existen en Colombia (…). Asimismo, 
la reducción de las brechas es uno de los pilares de la 
Política Nacional de Competitividad y Productividad de 
largo plazo, plasmada en el documento Conpes 3527 de 
2008, y uno de los objetivos de la Ley de Regalías”[1][1].

Con el ánimo de impulsar este asunto, se crea la Co-
misión Nacional de Competitividad, Ciencia, Tecnología 
e Innovación, el Gobierno del Presidente Santos presentó 
la propuesta de los Conpes de la Política de Desarrollo 
Productivo y de Ciencia, Tecnología e Innovación, como 
parte de la estrategia por un nuevo país más competitivo 
e innovador.

“El propósito es lograr una Colombia más producti-
va, más integrada y más justa, capaz de afrontar con éxi-
to los retos del presente y los desafíos aún mayores del 
mañana. Tenemos un importante camino por delante. Un 
camino que está marcado por la búsqueda de la produc-
tividad desde el enfoque regional y un entorno, ojalá, de 
paz”, indicó el Presidente de la República al instalar la 
Comisión Nacional de Competitividad, Ciencia, Tecno-
logía e Innovación en la Casa de Nariño.

El Jefe del Estado también destacó el papel funda-
mental de las regiones en el mejoramiento de la competi-
tividad y anunció que para el 2016 el Gobierno nacional 

-
nales de Competitividad, Ciencia, Tecnología e Innova-

29 de octubre de 2015.

4.1 
-

pliamente conocido en el mundo que permite instru-
mentalizar la transferencia del conocimiento generado 
en las instituciones de educación superior públicas (IES) 
al sector productivo, incentivando la utilización de las 
tecnologías desarrolladas en estas; garantiza la recep-

-
nanciación de las actividades de investigación, desarro-

entre el sector productivo y las universidades; estimula 
la generación de nuevos productos, servicios e, incluso, 
de nuevos mercados, incrementando la competitividad 
nacional.

tecnológicos y propiedad intelectual gestados en las 
universidades, como resultados de actividades de in-
vestigación y desarrollos (I&D) bajo su respaldo, en sus 
laboratorios, así como por investigadores vinculados a 
las universidades, entre otras formas. Ellas traducen los 
resultados de investigaciones en productos y servicios 
comerciales. Por tanto, debe haber la transferencia del 
conocimiento y/o tecnología de la universidad a la em-

en las universidades, pero son independientes de ellas.

universitaria generalmente se constituye en la forma de 
una sociedad comercial regida por el derecho privado, 
que concurre en el mercado en igualdad de condiciones 
con otras personas naturales o jurídicas que ofrecen bie-
nes y servicios en determinado sector económico. Ese 
tipo de asociación se instrumentaliza por medio de la 
suscripción de un contrato de sociedad en el que según 
la doctrina y experiencias internacionales resulta funda-
mental la participación de los investigadores que parti-
ciparon en la gestación de las tecnologías base de Spin 

-
tores de la tecnología, en la empresa desde el momento 
mismo de su Constitución” (Nicolaou & Birley, 2002); 

-
po base del que son miembros los investigadores, se ga-
rantiza el compromiso con la generación y renovación 
continua de la tecnología, que le permite a la empresa 
mantener las ventajas competitivas en el mercado.

En la medida que esta dinámica tome fuerza, la uni-
versidad ganará en varios aspectos, incluyendo tener un 
talento humano más motivado y comprometido, esti-
mular en los investigadores nuevas preguntas e inicia-
tivas de investigación que fortalezcan la generación de 
conocimiento en sus grupos, e incrementar la cantidad 
de iniciativas surgidas al interior de la universidad con 
potencial para generar ingresos en el futuro. Todos estos 
efectos positivos se podrán consolidar en la medida que 
el investigador vea y valore la alternativa de convertirse 

-
nes de educación superior públicas (IES).

La dinámica anteriormente descrita no solo es apli-
cable para motivar a los investigadores que ya hacen 
parte de la universidad, sino que se puede extender 
hacia la vinculación de talento humano con alto co-
nocimiento y que tenga la voluntad de convertirse en 
empresario. Al crear los mecanismos que habiliten y 
fomenten que los investigadores se conviertan en so-
cios de la universidad en el desarrollo de empresas, 
estas entidades podrían ser vistas atractivas por las per-
sonas que se dedican a la investigación y la idea de ser 
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investigador-emprendedor se puede incentivar como 
parte de un proyecto profesional. Así, las universidades 
podrían abrir sus puertas para atraer talento humano 
con conocimiento de alto nivel, que es clave para el 
cumplimiento de sus objetivos misionales.

Adicionalmente, para las universidades que decidan 
invertir o participar en la formalización de una nueva 
empresa, será crucial generar condiciones que garanti-
cen la sostenibilidad de dichas iniciativas durante toda 
su vida, pero especialmente en la etapa de nacimiento 
y consolidación como empresa en fase operativa, dado 
que las empresas resultantes del objeto de este trabajo 
son intensivas en conocimiento, un factor crítico para 
dicha sostenibilidad es que se pueda retener y transferir 
el conocimiento medular del negocio, que inicialmente 
está concentrado en el investigador o equipo de inves-
tigadores. En la medida que Dicho investigador sea so-
cio de la nueva empresa, se crean condiciones que evi-
tan la pérdida eventual del conocimiento, y en cambio 
disponen positivamente al investigador para transferir 
su conocimiento al equipo humano de la empresa. De 
esa manera se protege el valor intelectual del nuevo ne-
gocio y se garantiza que el mismo pueda desarrollarse.

-
co y tecnológico en pro del cumplimiento de la tercera 
misión de las universidades, resulta conveniente que 

constituidas con base en dichos aportes intelectuales.
4.2. Problema jurídico, barreras normativas 

-
nes de Educación Superior (IES) públicas

En Colombia, aunque algunos tipos de investigado-
res de Instituciones de Educación Superior (IES) pú-

el caso de los profesores de cátedra y profesores oca-
sionales, cuando se trata de un investigador de planta 
(servidor público docente), esa alternativa encuentra 
barreras normativas.

Existen 2 normas constitucionales que plantean es-
tas barreras:

Artículo 127. Los servidores pú-
blicos no podrán celebrar, por sí o por interpuesta 
persona, o en representación de otro, -

Esta norma impide que los investigadores de Insti-
tuciones de Educación Superior (IES) públicas (servi-
dores públicos docentes) se asocien con estas mediante 
la suscripción de contratos de asociación con universi-

Artículo 128 CP. -
-

salvo los casos 
expresamente determinados por la ley. -

Para la mayoría de las instituciones públicas, y con 

que son sujeto, esta norma impide que los investigado-
res de Instituciones de Educación Superior (IES) públi-
cas (servidores públicos docentes) reciban incentivos 
económicos por la explotación de las tecnologías; así 

-
cios provenientes del éxito de la misma generando que 
en algunos casos migren hacia universidades privadas, 
con lo que esto implica para la calidad de la educación 
de los principales centros de conocimiento del país.

4.3. Soluciones legales
Por mandato constitucional estos son temas exclu-

sivos de ley. Los artículos 127 y 128 constitucional 
habilitan expresamente la existencia de excepción me-
diante ley a esta incompatibilidad de suscribir contratos 

recepción de incentivos económicos por la explotación 
de creaciones intelectuales.

Artículo 127 CP. -

-

salvo 
las excepciones legales.

Artículo 128 CP. Artículo 128. Nadie podrá desem-
peñar simultáneamente más de un empleo público ni 
recibir más de una asignación que provenga del tesoro 
público, o de empresas o de instituciones en las que 
tenga parte mayoritaria el Estado, salvo los casos ex-
presamente determinados por la ley.

4.4. Recomendaciones de la Organización para la 
Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE)

De manera especial y reiterativa los estudios y reco-
mendaciones realizadas por la OCDE sobre políticas de 
innovación y propiedad intelectual en Colombia exigen 
el fortalecimiento de la comercialización de la propie-
dad intelectual existente y para ello insta a las autori-
dades locales a examinar los obstáculos reglamentarios 
y otro tipo de impedimentos que inciden en la consti-

-
nas. Textualmente el estudio exige: 

 [2][2].
En su apartado especial de propiedad intelectual re-

salta: 

-

-
-
-

5. FUNDAMENTOS NORMATIVOS
5.1. Normas constitucionales y legales:
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOM-

BIA:
Artículo 65. La producción de alimentos gozará 

de la especial protección del Estado. Para tal efecto, 
se otorgará prioridad al desarrollo integral de las ac-
tividades agrícolas, pecuarias, pesqueras, forestales y 
agroindustriales, así como también a la construcción de 
obras de infraestructura física y adecuación de tierras.

De igual manera, el Estado promoverá la investiga-
ción y la transferencia de tecnología para la producción 
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de alimentos y materias primas de origen agropecuario, 
con el propósito de incrementar la productividad.

Artículo 67. La educación es un derecho de la per-
sona y un servicio público que tiene una función social; 
con ella se busca el acceso al conocimiento, a la cien-
cia, a la técnica, y a los demás bienes y valores de la 
cultura.

La educación formará al colombiano en el respeto a 
los derechos humanos, a la paz y a la democracia; y en 
la práctica del trabajo y la recreación, para el mejora-

-
ción del ambiente.

El Estado, la sociedad y la familia son responsables 
de la educación, que será obligatoria entre los cinco y 
los quince años de edad y que comprenderá como míni-
mo, un año de preescolar y nueve de educación básica.

La educación será gratuita en las instituciones del 
Estado, sin perjuicio del cobro de derechos académicos 
a quienes puedan sufragarlos.

Corresponde al Estado regular y ejercer la suprema 

y por la mejor formación moral, intelectual y física de 
los educandos; garantizar el adecuado cubrimiento del 
servicio y asegurar a los menores las condiciones ne-
cesarias para su acceso y permanencia en el sistema 
educativo.

La Nación y las entidades territoriales participarán 

servicios educativos estatales, en los términos que se-
ñalen la Constitución y la ley.

Artículo 69. Se garantiza la autonomía universi-
taria. Las universidades podrán darse sus directivas y 
regirse por sus propios estatutos, de acuerdo con la ley.

La ley establecerá un régimen especial para las uni-
versidades del Estado.

condiciones especiales para su desarrollo.
-

gan posible el acceso de todas las personas aptas a la 
educación superior.

Artículo 70. El Estado tiene el deber de promover y 
fomentar el acceso a la cultura de todos los colombia-
nos en igualdad de oportunidades, por medio de la edu-

artística y profesional en todas las etapas del proceso 
de creación de la identidad nacional.

La cultura en sus diversas manifestaciones es fun-
damento de la nacionalidad. El Estado reconoce la 
igualdad y dignidad de todas las que conviven en el 
país. El Estado promoverá la investigación, la ciencia, 
el desarrollo y la difusión de los valores culturales de 
la Nación.

Artículo 71. La búsqueda del conocimiento y la 
expresión artística son libres. Los planes de desarrollo 
económico y social incluirán el fomento a las ciencias 
y, en general, a la cultura. El Estado creará incentivos 
para personas e instituciones que desarrollen y fomen-
ten la ciencia y la tecnología y las demás manifestacio-
nes culturales y ofrecerá estímulos especiales a perso-
nas e instituciones que ejerzan estas actividades.

LEY 29 DE 1990:
Establece los lineamientos para que el Estado pue-

-
gico, así mismo, establece los mecanismos de relación 

-

lógico y las que, en los mismos campos, adelanten la 
-

do colombianos.
LEY 1286 DE 2009:

tecnológica como pilares de Desarrollo socioeconó-
mico, mediante la articulación entre la academia y el 
sector productivo.

DECRETO-LEY 393 DE 1991:
Establece las modalidades de asociación para ade-

de investigación y creación de tecnologías, entre la Na-
ción y sus entidades descentralizadas, y los particula-
res. -

o tecnológicas aplicables a la producción nacional, al 
manejo del medio ambiente o al aprovechamiento de 
los recursos naturales.

A partir de estas normativas se desarrolla el man-
dato del constituyente relacionado con promover la in-

-
nológica, incluyendo la posibilidad de asociación del 
Estado de asociarse con servidores públicos docentes, 
teniendo la obligación de hacerlo.

- Estas normas propuestas fomentan condiciones 
de igualdad entre todos los miembros de la comunidad 

y privadas y entre docentes de universidades privadas 
y servidores públicos docentes.

5.2. Normas y disposiciones supranacionales
DECISIÓN 486 DE LA COMUNIDAD ANDI-

NA DE NACIONES. ARTÍCULO 23.
Artículo 23. ¿Sin perjuicio de lo establecido en la 

legislación nacional de cada País Miembro, en las in-
venciones ocurridas bajo relación laboral, el emplea-
dor, cualquiera que sea su forma y naturaleza, podrá 

-
, para 

estimular la actividad de investigación.
  

para sus investigaciones deberán reinvertir parte de las 
regalías que reciben por la comercialización de tales 
invenciones, con el propósito de generar fondos con-
tinuos de investigación y estimular los investigadores, 
haciéndolos partícipes de los rendimientos de las in-
novaciones, de acuerdo con la legislación de cada País 
Miembro¿.

La Comunidad Andina órgano supranacional con 

regida por normas originarias y derivadas que se apli-
can de manera directa, inmediata y prevalente sobre las 
normas del territorio de los Estados Parte, por virtud de 
la cesión parcial del ejercicio de su soberanía a dicho 
órgano supranacional (soberanía compartida), sobre 

-
terna no puede hacer regulaciones paralelas y menos 
aún restringir los derechos y obligaciones que de estas 
se deriven.

El artículo 127 constitucional y demás normas com-
plementarias deben quedar exceptuados de la regla ge-
neral consagrada en el artículo 23 comunitario según la 
cual ¿¿en las invenciones ocurridas bajo relación labo-
ral, el empleador, cualquiera que sea su forma y natu-

-
ventores, para estimular la actividad de investigación¿. 
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Toda vez que el precitado artículo 127 es norma ge-
neral, anterior y restrictiva del artículo 23 además de 
no efectivizar la misma. Así mismo si esta disposición 
comunitaria no limita la condición del inventor (do-
cente investigador DTC, MT, cátedra) ni la naturaleza 
jurídica del empleador universidad pública o privada) 
no le es permitido a la legislación nacional ni al intér-
prete de la misma, aplicarla restringiendo, prohibiendo 
o limitando su radio de acción, lo que ocurriría al apli-
car el artículo 127 y complementarios a rajatabla, caso 
en el cual el investigador puede pedir a la autoridad 

la expresión “sin perjuicio de”, que lleva a la autori-
dad nacional a aplicar el precitado texto constitucional. 
En el entretanto no se debe descartar la solicitud de IP 
TJCA, dentro del proceso de inconstitucionalidad de 

so pena de ser demandado el Estado colombiano por 
incumplimiento.

Las economías latinoamericanas han venido enfren-
tado, desde hace varias décadas, el reto de la globaliza-
ción en todos los sentidos; por esta razón los diferentes 
países de la región han adecuado sus estructuras so-
cioeconómicas y políticas para encarar este fenómeno 
y salir avante frente a la competencia internacional.

Una de las estrategias de diferenciación es la gene-
ración y aprovechamiento de conocimiento de alto va-
lor agregado, así como la incorporación de desarrollos 

nacionales como resultado de procesos de Investiga-
ción, Desarrollo e Innovación (I+D+I).

Varios son los instrumentos que le apuntan a mate-
rializar esta estrategia. Ejemplo de ello son los progra-
mas de gestión de propiedad intelectual, inteligencia 
competitiva y transferencia tecnológica, en el marco de 
la interacción Universidad Empresa Estado, que per-
miten a las empresas existentes incrementar su ventaja 
competitiva y su oferta de valor, y facilitan que las uni-
versidades orienten su actividad académica e investiga-
tiva hacia la solución de problemas reales, propiciando 
desarrollo socioeconómico e incidiendo en el mejora-
miento de la calidad de vida de la población.

La Comunidad Andina, como ente supranacional 
constituido para promover el desarrollo integral, equi-
librado y autónomo, mediante la integración andina, ha 
reconocido la importancia de fomentar estas iniciati-
vas, fortaleciéndolas a partir de la estructuración de un 
régimen normativo que protege y maximiza el valor de 
la propiedad intelectual y el desarrollo de la Ciencia, la 
Tecnología y la Innovación (Decisiones 179 de 1983, 
486 de 2000, 776 de 2012, 797 de 2014[3][3] y otras); 
sin embargo, algunos países, de diversos continentes 
incluyendo el miembro comunitario Colombia, han en-
contrado limitaciones para la implantación de mecanis-
mos de transferencia de tecnología como la creación 

-
tigadores, particularmente de entes públicos, debido a 
la incompatibilidad de sus regímenes internos con los 
mandatos de las normas comunitarias.

En esta ponencia para primer debate se presentarán 
aspectos conceptuales y prácticos relacionados con la 

-
dices de competitividad regional, y la pertinencia de 
contar con lineamientos comunitarios que faciliten y 
dinamicen la transferencia de conocimientos desde la 
academia al sector productivo mediante la creación 
de este tipo de empresas innovadoras, alentando a los 
países miembros a implementar políticas y programas 

5.2.1. El fomento al emprendimiento, la innova-

países miembros de la Comunidad Andina
A mediados del siglo XX tras la Segunda Gue-

rra Mundial (1939-1945), una vez desmontado los re-
gímenes totalitaristas como el nazismo y el fascismo, 
a partir de la creación de la ONU (1945), de la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos (1948), la 

-
ción de la Constitución Política de Italia (1947) y de la 
Constitución Alemana (1949) comenzó a otorgársele 
a la Constitución un valor especial como garantía a los 
derechos y a la división de poderes públicos.

-
les del siglo XX con la expedición de la Constitución 
Política de 1991, erigiéndose en el primer país de la re-
gión que expidió su nueva Constitución generando así 
la escalonada ola expedicionista y reformista de consti-
tuciones en América Latina, especialmente en Suramé-
rica pues le siguieron: Paraguay (1992), Perú (1993), 
Argentina (1994), Bolivia (1995), Uruguay (1996), 
Venezuela (1996), Ecuador (1998). Posteriormente 
Ecuador reformó su Constitución en el año 2008, le si-
guieron Bolivia y Venezuela en el 2009, especialmente 
para favorecer la reelección presidencial. Notemos que 
dentro de este grupo de constituciones están las de los 
países miembros de la Comunidad Andina a la que nos 
referiremos, todas las cuales al unísono consagran los 
derechos de los ciudadanos a la ciencia, la tecnología 
y la innovación y la obligación correlativa de los Esta-
dos, como veremos a continuación.

5.2.1.1. Regulación en Perú
Los aires que inspiraron la Constitución peruana de 

1993 buscaron incluir en la Carta Política la relativi-

sociales, el debilitamiento del Estado en cuanto a su 
participación en la actividad productiva y el giro de la 
economía hacia una opción neoliberal.

En su Constitución Política Perú considera como 
derecho fundamental el derecho a la libertad técnica y 

-
cial y económico consagra la educación que promueve 
el conocimiento (Cap. II artículo 14) imponiéndole al 

tecnológico del país. Dentro de este mismo capítulo se 

“las universidades son promovidas por entidades pri-
vadas o públicas...cada universidad es autónoma en su 
régimen normativo, de gobierno, académico, adminis-
trativo y económico”. (Artículo 18).

El derecho social, económico y cultural a la edu-
cación el cual incluye la investigación, la ciencia, la 
tecnología y la innovación, previsto en todas las cons-
tituciones políticas[4][4] de los países miembros de la 
Comunidad Andina tiene a la vez importantes desa-
rrollos legales en cada Estado, así por ejemplo la Ley 
Universitaria número 30220/2014 de Perú establece 

tecnológica (artículo 6-2), realizar y promover la inves-

señala que es función de la universidad la investigación 
(artículo 7-2) consagrada en los siguientes términos:
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CAPÍTULO VI
Investigación

Artículo 48. La investigación constituye una función 
esencial y obligatoria de la universidad, que la fomen-
ta y realiza, respondiendo a través de la producción de 
conocimiento y desarrollo de tecnologías a las necesi-
dades de la sociedad, con especial énfasis en la realidad 
nacional.

Artículo 49. Financiamiento de la investigación. 
Las universidades acceden a fondos de investigación de 
acuerdo con la evaluación de su desempeño y la pre-
sentación de proyectos de investigación en materia de 
gestión, ciencia y tecnología, entre otros, ante las autori-

la excelencia académica. Estos fondos pueden contem-
plar el fortalecimiento de la carrera de los investigadores 

-
dos renovables a los investigadores de las universidades 
públicas. Dichos fondos permiten la colaboración entre 
universidades públicas y universidades privadas para la 
transferencia de capacidades institucionales en gestión, 
ciencia y tecnología, entre otros.

Artículo 52. Incubadora de empresas. La universi-
dad, como parte de su actividad formativa, promueve 
la iniciativa de los estudiantes para la creación de pe-
queñas microempresas de propiedad de los estudiantes, 
brindando asesoría o facilidades en el uso de los equipos 
e instalaciones de la institución. Los órganos directivos 
de la empresa, en un contexto formativo, deben estar 
integrados por estudiantes. Estas empresas reciben ase-
soría técnica o empresarial de parte de los docentes de 
la universidad y facilidades en el uso de los equipos e 
instalaciones. Cada universidad establece la reglamen-
tación correspondiente.

Artículo 53. Derechos de autor y las patentes. Las 
publicaciones que hayan sido producto de investigacio-

de las mismas a sus realizadores. En cuanto al contenido 
patrimonial, la universidad suscribe un convenio con el 
autor para el reparto de las utilidades en función de los 
aportes entregados. En los demás aspectos vinculados a 
esta materia, se aplica la legislación vigente sobre dere-
chos de autor.

Actualmente, Perú cuenta con la Ley Marco de 
Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica, Ley 
28303/2004, y también con un Plan Nacional Estraté-
gico de Ciencia, Tecnología e Innovación para la Com-
petitividad y el Desarrollo Humano, aprobado en el año 
2006. No obstante que la ley crea el Sistema Nacional 
de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica (Si-
nacyt) en el resumen denominado orientación para la 
actualización del P. D. C., del Distrito Imperia se dice 
que se mantiene la desarticulación entre los institutos de 
investigación, por ello la necesidad de optimizar y me-
jorar la institucionalidad del sector ciencia y tecnología, 
en particular el nivel de autoridad del Consejo Nacional 
de Ciencia, Tecnología e Innovación Tecnológica (Con-
cytec).

En el Ministerio de la Producción peruana existen los 
Centros de Innovación Tecnológica (CITE) que apoyan 
a conglomerados de pequeñas empresas; algunas uni-
versidades vienen haciendo esfuerzos para crear incuba-
doras de empresas y polos tecnológicos, pero carecen de 

ingenieros, quienes encuentran mayores facilidades en 
otros países y tienden a no retornar al Perú, cumplien-
do muchos de ellos roles destacados en los campos de 
la ciencia y la tecnología de los países que los acogen, 

constituye una importante fuga de talentos en los cuales 
el Perú ha invertido recursos.

El Plan estratégico de desarrollo nacional Perú 2022, 
a propósito del bicentenario, gira en torno a 6 ejes, uno 

-
dad y empleo, en sintonía con estos, una de las 31 políti-
cas de Estado se agrupa en el eje iii) competitividad del 
país, no obstante lo cual actualmente, hay escaso apoyo 
del gobierno que se complementa con las inversiones en 
investigación y desarrollo en las universidades y centros 
de investigación[5][5].

En dicho plan se lee en el numeral “4.3. Ciencia y 
Tecnología. La escasa productividad laboral de los paí-
ses en desarrollo, que es diez veces inferior al valor de 
las economías desarrolladas, según la OIT, obedece al 
limitado desarrollo de la ciencia, la tecnología y la in-
novación productiva. El indicador más representativo de 
este atraso en el Perú es el escaso número de patentes 
otorgadas a sus residentes, apenas quince frente a más 
de cien en países como Argentina y México. Esta si-
tuación se debe a que, pese al mandato constitucional 

país, no hay políticas orientadas a este sector. El rol del 
Estado es esencial por las externalidades que genera el 

-
cientes incentivos para invertir en ciencia y tecnología 
debido a la incertidumbre sobre los resultados de la in-
vestigación; sin embargo, el desarrollo de la innovación 
con aplicaciones en la producción de bienes y servicios 

allí la importancia de fortalecer el Sistema Nacional de 
-

ciar con fondos públicos las acciones y proyectos en este 
sector”.

5.2.1.2. Regulación en Bolivia
El proyecto del nuevo texto constitucional bolivia-

no incluyó un informe de la comisión 10 (educación e 
interculturalidad) referente al sistema educativo boli-
viano el cual establece una estructura curricular básica 

-
tos del país y cambios en el desarrollo de la ciencia y 
la tecnología fundamentada en una educación teórica y 

-
tercultural, intracultural y plurilingüe, que promueve y 

conocimiento como factor estratégico de transformación 
económica y social del país.

Lo anterior explica por qué constitucionalmente el 
sistema educativo boliviano del año 2009 se fundamenta 

-
culo 78-11), encomendando a la formación posgradual 

-
nocimientos vinculados a la realidad para coadyuvar con 
el desarrollo integral de la sociedad.

El artículo 95 constitucional en su numeral III prevé 
que:

Las universidades promoverán centros de generación 
de unidades productivas, en coordinación con las inicia-
tivas productivas comunitarias, públicas y privadas.

Por su parte la Sección IV está destinada a la Ciencia, 
Tecnología e Investigación de la cual se destaca:

Artículo 103[6][6] III. El Estado, las universidades, las 
empresas productivas y de servicio públicas y privadas, 
y las naciones y pueblos indígenas, originario campesi-
nos, desarrollarán y coordinarán procesos de investiga-
ción, innovación, promoción, divulgación, aplicación y 
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transferencia de ciencia y tecnología para fortalecer la 
base productiva e impulsar el desarrollo integral de la 
sociedad, de acuerdo con la ley.

En Bolivia se cuenta con la Ley 2209/2001 de fo-
mento de la ciencia, tecnología e innovación, asunto 
declarado prioridad nacional e interés público (artículo 
2°) al lado de la cual se ha creado la comisión inter-
ministerial de Ciencia, Tecnología e Innovación (Cim-

tecnológica e innovación (artículo 4°). Y la Secretaría 
Nacional de Ciencia, Tecnología e Innovación (Senaci-
ti), órgano de dirección, coordinación y gestión de las 

y de innovación, el cual depende de la presidencia de la 
República. (Artículo 5°)

En complemento, la ley de educación boliviana (nú-
mero 70/2010) consagra la educación como un derecho 
fundamental y establece en el artículo, 4º
la educación:

asociada a la innovación y producción de conocimien-
tos, como rector de lucha contra la pobreza, exclusión 
social y degradación del medio ambiente.

Y como objetivos de la educación:

técnica, tecnológica y productiva, a partir de saberes 
y conocimientos propios, fomentando la investigación 
vinculada a la cosmovisión y cultura de los pueblos, en 
complementariedad con los avances de la ciencia y la 
tecnología universal en todo el Sistema Educativo Plu-
rinacional.

Prescribe que las Universidades Públicas Autónomas 
se regirán por lo establecido en la Constitución Políti-
ca del Estado. (Artículo 56).

Mientras que las universidades privadas son institu-

y de investigación; generan conocimientos a partir del 
desarrollo de la ciencia, tecnología e innovación, res-
ponden a las necesidades y demandas sociales y produc-
tivas de las regiones y del país, regidas por las políticas, 
planes, programas y autoridades del Sistema Educativo 
Plurinacional (artículo 57) siendo uno de sus objetivos:

3. Contribuir al desarrollo de la ciencia, investiga-
ción, tecnología e innovación en el marco de las deman-
das y tendencias del sector productivo y sociocultural en 
el ámbito local, regional y nacional del Estado Plurina-
cional.

Bolivia por su parte tiene un plan de desarrollo for-
mulado para los años 2010 - 2015 bajo el lema Bolivia 
digna, soberana, productiva y democrática. Para vivir 
bien. En dicho plan se establece que la Ciencia, la Tec-
nología y la Innovación (CTI) son el instrumento funda-
mental para el desarrollo y sus actividades son priorita-
rias para el Estado, en todos sus sectores de producción y 
servicio (Bolivia productiva Capítulo IV 4.7 sectores de 
apoyo a la producción, 4.7.3 ciencia y tecnología). Sin 
embargo, a lo largo del desarrollo histórico nacional, 

de la falta de políticas adecuadas y acciones concretas 
para la inserción de la Ciencia, la Tecnología y la In-
novación en la vida nacional, además del escaso apoyo 

el total desconocimiento de la existencia de capacidades 

así como los productivos, no han permitido el crecimien-
to económico y social. En este contexto, el país tiene 
muchas capacidades y potencialidades que desarrollar y 

el Estado asume ese rol, a través de la creación del Vice-
ministerio de Ciencia y Tecnología que debe responder 
a la demanda de contar con un referente gubernamen-
tal, que se constituya en la cabeza del sector en Ciencia, 
Tecnología e Innovación.

Una de las políticas formuladas en el plan es el 
de la ciencia, tecnología e innovación en la integración 
nacional para el desarrollo productivo con soberanía e 
inclusión social, para el desarrollo de esta política, se 
propone la estrategia contribuir a la matriz productiva 
a través de la activación del sistema Boliviano de in-
novación, que permita el fortalecimiento de los centros 

y de servicios, el apoyo del Estado a la investigación y 

de la constitución del fondo de tecnología. Una segunda 
estrategia es establecer las bases para utilizar la ciencia 
y tecnología en la solución de los grandes problemas na-
cionales, a través de programas transectoriales y secto-
riales de investigación.

5.2.1.3. Regulación en Ecuador:
El punto central que inspiró la reforma constitucional 

ecuatoriana de 2008 fue el papel activo del Estado en 
la economía, razón por la que esta Constitución parte 
del modelo de “economía social y solidaria”, no siendo 
novedosa la inclusión de la ciencia, la tecnología y la 
investigación porque ya estaba prevista en la Constitu-
ción política de 1998, objeto de esta reforma.

En Ecuador, la Constitución Política sustituyó los 
derechos económicos sociales y culturales por los “de-
rechos del buen vivir”, consagrando dentro de estos, los 
derechos a la cultura, la ciencia, la innovación, los sabe-
res ancestrales y la educación, considerando esta última 
como área prioritaria de la política pública y de la inver-
sión pública. (Sección quinta artículo 26). A la vez se 
crea el Sistema Nacional de Inclusión y Equidad Social 
el cual se compone de ámbitos como la educación, la 
ciencia y la tecnología.

Del texto constitucional ecuatoriano vigente resalta-
mos los siguientes preceptos:

Las personas tienen derecho a desarrollar su capa-

derechos morales y patrimoniales que les correspondan 

artículo 22).
-

lidad la formación académica y profesional con visión 
-

nológica; la innovación; promoción; desarrollo y difu-
sión de saberes y las culturas; la construcción de solu-
ciones para los problemas del país, en relación con los 
objetivos del régimen de desarrollo. (T. VII sección pri-
mera artículo 350).

El Sistema de ciencia, tecnología, innovación y sabe-
-

3) Desarrollar tecnologías e innovaciones que impulsen 
-

dad, mejoren la calidad de vida y contribuyan a la rea-
lización del buen vivir. (T, VII sección octava art. 385).

Ecuador tiene ley orgánica de educación superior 
(2010) la cual le asigna como función al Sistema de 
Educación Superior:

a) Garantizar el derecho a la educación superior me-
diante la docencia, la investigación y su vinculación con 
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la sociedad, y asegurar crecientes niveles de calidad, ex-
celencia académica y pertinencia;

b) Promover la creación, desarrollo, transmisión y di-
fusión de la ciencia, la técnica, la tecnología y la cultura.

Le reconoce autonomía responsable a las universida-
des (artículo 17) para lo cual garantiza a los profesores 
en investigadores de las universidades independencia 
para ejercer la investigación (artículo 18-a).

Consagra un régimen laboral de las y los servidores 
públicos y de las y los trabajadores del Sistema de Edu-
cación Superior. Artículo 70.

El personal de las instituciones y organismos públi-
cos del Sistema de Educación Superior son servidores 
públicos, cuyo régimen laboral se regirá por la Ley de 
Servicio Público de conformidad con las reglas gene-
rales; salvo el caso de los obreros, que se regulan por el 
Código del Trabajo.

Los profesores o profesoras e investigadores o inves-
tigadoras de las universidades y escuelas politécnicas 
públicas son servidores públicos sujetos a un régimen 
propio que estará contemplado en el Reglamento de Ca-
rrera y Escalafón del Profesor e Investigador del Sis-

rijan el ingreso, promoción, estabilidad, evaluación, per-
feccionamiento, escalas remunerativas, fortalecimiento 
institucional, jubilación y cesación. En las instituciones 
de educación superior particulares se observarán las dis-
posiciones del Código de Trabajo.

Los profesores o profesoras e investigadores o inves-
tigadoras visitantes extranjeros podrán tener un régimen 
especial de remuneraciones de acuerdo a la reglamenta-
ción que para el efecto expida el Consejo de Educación 
Superior.

-
nancien fondos privados de jubilación complementaria, 
de cesantía privados o cualquier fondo privado sea cual 
fuere su denominación en las instituciones del Sistema 
de Educación Superior, públicas o particulares que re-
ciben rentas o asignaciones del Estado. Estos fondos 
podrán continuar aplicándose y generando sus presta-
ciones para efecto de este tipo de coberturas, siempre y 

-

Regula expresamente la participación de los profe-
sores o profesoras e investigadores o investigadoras, sin 

de la investigación. Artículo 148.
Los profesores o profesoras e investigadores o inves-

tigadoras que hayan intervenido en una investigación 
tendrán derecho a participar, individual o colectivamen-

-
tema de Educación Superior por la explotación o cesión 
de derechos sobre las invenciones realizadas en el marco 
de lo establecido en esta ley y la de Propiedad Intelec-
tual. Igual derecho y obligaciones tendrán si participan 
en consultorías u otros servicios externos remunerados.

Las modalidades y cuantía de la participación serán 
establecidas por cada institución del Sistema de Educa-
ción Superior en ejercicio de su autonomía responsable.

El Sistema Nacional de Ciencia y Tecnología de 
Ecuador se reformuló mediante el Decreto 1829 de 
2006, el cual a la vez fue reformado por el Decreto 
Ejecutivo número 723 de 2007, con base en el cual la 
Secretaría de Educación Superior, ciencia, tecnología e 
innovación formuló el plan estratégico Senescyt (2013-
2017) para guiar a la Institución de manera estratégica 
permitiendo a las diferentes dependencias sustentar sus 

objetivos planteados.
En el Plan Nacional en Ecuador se tiene previsto un 

ítem de tecnología, innovación y conocimiento que pre-
cisa la articulación del sector de conocimiento y educa-
ción al sector productivo, uno de los retos inmediatos es 
consolidar una institucionalidad intersectorial con me-

generación de nuevos productos y medios de producción 
(Movimiento Alianza PAIS, 2012). Esta institucionali-
dad deberá coordinar entre los entes de investigación, 
el organismo rector de la propiedad intelectual, las di-
versas unidades productivas públicas, privadas, mixtas, 
cooperativas, asociativas y comunitarias “siempre pri-
vilegiando las solidarias”, y los diversos actores de la 
sociedad, para impulsar la innovación social mediante el 
diálogo de saberes.

Curiosamente en este mismo ítem de (CTI), se reco-
noce que la situación investigativa en las universidades 

embargo, con el sector productivo. Del total de paten-
tes solicitadas en el Instituto Ecuatoriano de Propiedad 
Intelectual (IEPI), menos del 3% son producto de un 
proceso investigativo nacional. Por otro lado, existe una 
demanda social insatisfecha evidenciada por la falta de 
espacios laborales en áreas complejas de aplicación de 

-
nocimiento, y de la propiedad intelectual, son decisivas 
para caminar hacia la innovación, la generación de co-
nocimiento propio, la seguridad nacional, la protección 
de la industria y el patrimonio nacional, las relaciones 
comerciales internacionales, etc. Sin embargo, existen 
retos en materia de propiedad intelectual, que integren 
la política nacional de ciencia y tecnología bajo la óptica 
del conocimiento abierto.

-
ron las siguientes Políticas y lineamientos estratégicos:

Promover la interacción recíproca entre la educación, 
-

lógica, para la transformación de la matriz productiva y 
la satisfacción de necesidades.

a) Generar oferta educativa e impulsar la formación 
de talento humano para la innovación social, la investi-
gación básica y aplicada en áreas de producción priori-
zadas, así como la resolución de problemas nacionales, 
incentivando la articulación de redes de investigación e 
innovación con criterios de aprendizaje incluyente;

b) Promover el diálogo y la revaloración de saberes, 
para el desarrollo de investigación, ciencia y tecnología 
y el fortalecimiento de la economía social y solidaria;

c) Promover la transferencia, el desarrollo y la in-

nacional de calidad y alto valor agregado, con énfasis en 
los sectores priorizados;

d) Ampliar y focalizar la inversión pública y privada 
y los mecanismos de cooperación interinstitucional na-
cional y cooperación internacional, para la transferencia 
de conocimiento y tecnología y para la circulación y la 
movilidad de académicos, investigadores y estudiantes 
a nivel regional;

e) Articular el bachillerato, la educación superior, la 
investigación y el sector productivo público y privado 

de capacidades, con énfasis en el enfoque de emprendi-
miento, para la transformación de la matriz productiva, 
la satisfacción de necesidades y la generación de conoci-
miento, considerando nuevas áreas de formación;
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f) Fortalecer y promocionar la formación técnica y 
tecnológica en áreas prioritarias y servicios esenciales 
para la transformación de la matriz productiva, conside-

g) Fomentar el conocimiento y el respeto de los de-
rechos colectivos de las personas, las comunidades y los 
pueblos y de la naturaleza, en el uso y el acceso a los 
bioconocimientos y al patrimonio natural;

h) Impulsar políticas, estrategias, planes, programas 
o proyectos para la investigación, el desarrollo y la in-
novación (I+D+i) de tecnologías de información y co-
municación (TIC);

i) Asegurar una efectiva transferencia de tecnología y 
fortalecer la capacidad doméstica de asimilación;

-
nanciamiento de programas y proyectos de investiga-

su implementación con criterios de priorización para el 
desarrollo del país;

reconociendo la pluralidad de métodos y epistemologías 
de investigación de forma no jerarquizada, para la gene-
ración de conocimiento y procesos sostenibles de inno-
vación, ciencia y tecnología.

Recientemente Ecuador ha propuesto el Código Or-
gánico de la economía social de los conocimientos, crea-
tividad e innovación conocido como Código Ingenios, 
con fundamento en la Constitución ecuatoriana (artículo 
276), que previó el régimen de desarrollo con objetivos 
como mejorar la calidad de vida, aumentar un sistema 
económico democrático y productivo, así como promo-
ver la integración latinoamericana.

Este código se fundamentó también en el artículo 387 
constitucional que impone al Estado la responsabilidad 
de impulsar la sociedad del conocimiento para alcanzar 
el desarrollo, promover la generación de conocimiento, 
fomentar la investigación, ciencia y tecnología, procu-
rar un buen vivir, asegurar la difusión y el acceso a los 

condición de los investigadores de acuerdo a la ley.
Así mismo materializa los artículos 385 y 386 su-

periores que prevén que el sistema nacional de ciencia, 

-
nología e innovaciones que impulsen la producción 
nacional que contribuya al buen vivir. Así como en el 
artículo 277 que establece como deber del Estado para 
la consecución del buen vivir promover la ciencia y la 
tecnología y el artículo 388 prevé que el Estado destina-

desarrollo tecnológico, la innovación y la difusión del 
conocimiento. Así como en los apartados 322 y 402 que 
reconocen la propiedad intelectual.

Del Código Ingenios destacamos para nuestro aná-
lisis:

Artículo 17. Los espacios para el desarrollo del cono-
cimiento y de ecosistemas de innovación. Son espacios 

-
cios públicos y privados necesarios para democratizar 
la generación, transmisión, gestión y aprovechamiento 
del conocimiento, en los que interactúan y cooperan los 
actores del sistema, orientados a facilitar la innovación 
social.

En estos espacios, de impacto nacional y/o regio-

de conocimiento y tecnología entre todos los actores de 
la economía social de los conocimientos, la creatividad 

y la innovación que impulsen el emparejamiento y la 
transferencia tecnológica, la generación de capacidades 
sociales para la creación y el crecimiento de empren-
dimientos innovadores de base tecnológica entre sus 
miembros y otros actores.

Estos espacios para el desarrollo del conocimiento y 
de ecosistemas de innovación, son:

1. Las zonas especiales de desarrollo económico y 
tecnológico.

2. Las ciudades orientadas a la investigación y cono-
cimiento.

4. Los parques tecno industriales.
5. Los centros de transferencia de tecnología, y
6. Otros espacios que fueran necesarios crear para la 

El reglamento correspondiente establecerá el régi-
men y condiciones aplicables a cada uno de los espacios 
descritos en el inciso anterior.

Sin perjuicio de lo anterior, otros espacios para el 
desarrollo de conocimiento y de ecosistemas de innova-
ción puedan surgir de manera espontánea, sin embargo, 

estatales deberán estar debidamente acreditados bajo la 
norma de este Código.

Artículo 22. Centros de transferencia de tecnolo-
gía. Son espacios estratégicos de derecho público, pri-
vado o mixtos, creados por centros de investigación, 
empresas públicas o instituciones de educación superior, 
entre otras, que mantengan actividades de investigación 

la transferencia tecnológica en cualquiera de sus formas, 
principalmente para la confección o desarrollo de un 
producto o servicio, nuevo o similar en fase preliminar o 

6. NORMAS MODIFICADAS POR EL PRO-
YECTO

sobre el tema, se agrupan para ser más ágiles y efectivas 
en la regulación de las empresas de base tecnológicas 

acuerdos internacionales, dejando a tono la ciencia, la 
tecnología y la innovación para ser productivos y alta-
mente competitivos.

7. DERECHO COMPARADO
La sociedad actual se caracteriza por su dinamismo 

y transición hacia una sociedad global de conocimiento. 
Conocimiento que en la dinámica de la nueva economía 
se convierte en activo empresarial importante para gene-
rar crecimiento y desarrollo económico. Por ello los go-
bernantes[7][7] han enfocado su atención en las universi-
dades, como institución trascendental para la promoción 
de estos “mercados de conocimiento” y de esta manera 
estimular el bienestar social y económico de la sociedad.

A nivel internacional ha existido un interés creciente 
en generar un ambiente institucional y normativo que 
impulse las SPIN-OFF´S como estrategia regional de 
crecimiento económico. La Asociación de Universida-
des de Administradores de Tecnología (Association of 
University Technology Managers), indicó que en el año 
2001 las universidades de los EE.UU., crearon alrede-
dor de 500 nuevas empresas. En el año 2000, 199 SPIN-
OFF´S se constituyeron en Reino Unido y en Australia 
en el año 2001, 47 SPIN-OFF´S fueron creadas.
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EXPERIENCIAS DE SPIN-OFF´S UNIVERSI-
TARIAS

Universidad de Newcastle (Inglaterra): Esta univer-
sidad está ubicada en la ciudad de Newcastle en la re-
gión noreste de Inglaterra, una de las primeras regiones 
en industrializarse en 1780. Sin embargo su dominancia 
en la industria del carbón, acero y construcción de naves 
tuvo su declive en el siglo XX. LA Universidad de New-

cuales fueron creadas en los últimos 20 años. Estas com-
pañías contribuyen a la cultura de la innovación regional 
además de emplear 5.000 personas en la región. Muchas 
de estas empresas impulsan a la vez la investigación en 
la universidad a través de contratos de colaboración de 
proyectos de investigación de esta manera contribuyen 
a impulsar la investigación y desarrollo regional. Por úl-
timo las SPIN-OFF´S de Newcastle están ayudando a 
mejorar las condiciones para el “capital de riesgo” (Ven-
ture capital) en la región, este aporte se materializa a 
través de apoyo y asesoría a universidades que inician en 
el mundo del emprendimiento a través de SPIN-OFF´S, 

Universidad de Twente (Holanda): Twente es una re-
gión que se caracterizó en 1830 por su industria textil, 
sin embargo, el protagonismo de la región en esta in-
dustria desapareció en 1940. La Universidad de Twen-
te fue creada en 1962 para incentivar la industria textil 
en el territorio pero en los años 70 la industria textil y 
la economía en general de la región enfrentó un colap-
so inminente. La Universidad de Twente reinventó su 
misión de acuerdo a las nuevas condiciones económi-
cas, enfocándose en la difusión de su conocimiento en 
nuevas tecnologías a las compañías locales. El progra-
ma de emprendimiento de la universidad creó 3.000 
puestos de trabajo en los primeros 20 años. Las SPIN-
OFF´S universitarias han sido un actor trascendental en 
la reconstrucción de la economía regional tras el colap-
so de la industria textilera. La dinámica que generó la 
universidad atrajo la constitución de institutos líderes de 
tecnología en la región, los cuales emplean graduados  
altamente capacitados además que constituyen sus pro-

En USA por ejemplo, entre 1980 y el 2000 las EBT 
aportaron 33,5 billones de dólares a la economía. Cifras 
importantes también se evidencian en Brasil, España, 
Japón y Francia. Los países desarrollados las consideran 
como un importante instrumento de competitividad. Por 
esta razón la OCDE insta a Colombia a que dinamice 
estas iniciativas desde las universidades.

8. CONSIDERACIONES FRENTE AL PRO-
YECTO EXPUESTAS POR EL AUTOR

En el año 2015 en el mes de mayo se presenta este 
proyecto de ley, siendo aprobado en primer y segundo 
debates, es un proyecto soportado en la iniciativa de un 
grupo de universidades colombianas[8][8] que coinciden 
en que se hace necesario promover el mecanismo de 
transferencia de innovación y tecnológica denominado 

-
gales sobre la materia.

Entre los años 2012 al 2014, con el apoyo de Colcien-
cias y la operación de la corporación Tecnnova UEE[9]
[9], se realizó un riguroso estudio jurídico de todas las 
normas colombianas, jurisprudencia y doctrina nacional 

-
-

ticipación de investigadores en Colombia. De este estu-
dio surge la alternativa de crear una excepción legal que 
habilite expresamente a las universidades, tanto públicas 

autorice “literalmente” la asociación entre estas y sus in-
vestigadores, permitiendo que estos reciban incentivos 
por la explotación de sus creaciones intelectuales.

Esta iniciativa tiene pleno respaldo en normas nacio-
nales e internacionales (Ver exposición de motivos del 
proyecto), que regulan temas de Ciencia, Tecnología e 
Innovación, así como el rol de las universidades en la 
transformación y desarrollo social y productivo del país. 
Un ejemplo de ello son las más recientes recomendacio-
nes de la OCDE sobre políticas de innovación y propie-
dad intelectual en Colombia encaminadas al fortaleci-
miento de la comercialización de la propiedad intelec-
tual existente y para ello insta a las autoridades locales 
a examinar los obstáculos reglamentarios y otro tipo de 
impedimentos que inciden en la Constitución de spin-

el estudio exige: ¿¿será necesario brindar a los investi-

En su apartado especial de propiedad intelectual re-
salta: ¿(¿) Dado que los investigadores, al igual que los 
funcionarios públicos, no pueden tener ingresos apar-

desarrollen aplicaciones comerciales basadas en su 
PI. (¿) Las universidades privadas también deben abor-

-
den crear actividades lucrativas. Los responsables de la 
PI en las universidades son conscientes de que los bue-
nos resultados requieren comercialización y están inte-
resados en encontrar formas de apoyarla (¿). Otras (¿) 
Recomendaciones de política basadas en evidencia acer-
ca de la aportación de la CTI, a las metas de crecimiento, 
empleo, sustentabilidad y bienestar de las naciones.

Una limitación que se tiene hoy de entendimiento del 
rol y responsabilidades otorgadas a la universidad a par-
tir de la Constitución de 1991 como ente activo de desa-
rrollo socioeconómico a partir de la transferencia social 
y productiva del conocimiento generado en los campus 
universitarios.

Pese a que el debate ya ha sido superado casi que en 
todo el mundo puede surgir algún sector de la doctrina 

ser empresarias porque no se ajustan a su objeto social 
y pueden fomentar un incentivo perverso para que los 
investigadores abandonen las aulas para convertirse en 
empresarios.

Contrario a estos argumentos la creación de spin-

se dediquen a lo que saben hacer bien: “Generación de 

universidades, muy especializados comercialmente, que 
se encargan de lograr la apropiación social y producti-
va mediante la transferencia y valorización del mismo. 
Así las cosas se encargan de realizar las gestiones para 
obtener un retorno económico por el aprovechamiento 
de la propiedad intelectual de la universidad que permi-
te invertir en más y mejores proyectos de I+D+i, para 
generar resultados, mejorar sus capacidades de infraes-
tructura y personal investigador, a la vez que permite 

universidad-empresa.
Adicionalmente la Constitución o creación de spin-

universidad, todo lo contrario, son una fuente de recur-
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sos para el fortalecimiento de los grupos de investiga-
ción que generan los resultados base de la empresa. Ge-
neralmente los investigadores cumplen un rol técnico, 
más que comercial, de orientación de las actividades del 

-
nanza, independiente de los esquemas universitarios. El 
relacionamiento o vínculo del investigador con las spin-

-
versidades. En todo caso cuando la empresa surge desde 
o con participación de la universidad hay un múltiple 

grupos de investigación, pertinencia y aplicación real de 
los proyectos de I+D+i, estímulo a la actividad inves-
tigadora, mejores equipos, dotación e infraestructura, 
mejores conexiones UEE, más espacios de práctica y 

Pensar en que los investigadores se irán de la Universi-
dad es improbable pues si no están conectados directa-
mente al grupo de investigación difícilmente tendrían la 
posibilidad de generar más tecnologías para enriquecer 

III. AUDIENCIA PÚBLICA (23 DE MARZO DE 
2017)

El día de la audiencia, posterior a convocatoria inter-
vinieron las siguientes personas:

1. Doctor Alejandro Venegas, Director de Fomento 
del Ministerio de Educación Nacional.

2. Doctor César Augusto Ocampo Rodríguez, Direc-
tor de Colciencias.

3. Doctor Juan Carlos Garavito, Gerente General de 
la Unidad de Gestión de Crecimiento Empresarial del 
Gobierno nacional – INNPULSA.

4. Doctor Andrés Eduardo Vásquez Plazas, Presiden-
te de ICETEX.

5. Doctor Hernán Porras Díaz, Rector de la Universi-
dad Industrial de Santander.

6. Doctora Maira Catalina Betancur Monsalve, re-
presentante de Teccnova UEE (Medellín).

7. Doctor Jaime Alberto Camacho Pico, representan-
te de Parque Tecnológico de Guatiguará – UIS.

8. Diana Medina Lorena Robayo, representante de la 
Asociación Colombiana de Estudiantes Universitarios.

9. doctor Enrique Vera López, Vicerrector de Investi-
gación y Extensión de la Universidad Pedagógica y Tec-
nológica de Colombia – UPTC.

10. Profesor Leonardo David Donado Garzón, repre-
sentante de la Universidad Nacional de Colombia

11. Doctor Luis Alberto Gómez, representante de la 
Universidad del Valle.

la Facultad de Ciencias Económicas y Administrativas 
de la Universidad Pedagógica y Tecnológica de Colom-
bia – UPTC Tunja.

13. Doctora Nayibe Pino Benítez, docente de la Uni-
versidad Tecnológica del Chocó.

-
nivam – UT.

15. Doctora Patricia Salazar Villegas, Directora de 
Transferencia y Conocimiento de la Universidad de Cal-
das.

16. Doctor Fabio Leonardo Quintero, Asesor del Ins-
tituto Nacional de Salud.

Conforme a la Ley 5ª de 1992, artículos 230 a 232, 
nos permitimos hacer referencia a las propuestas o mo-

razones para su aceptación o rechazo.
La mayoría de intervinientes manifestaron su apoyo 

para la comunidad educativa, entre ellos que serán un 

en los laboratorios universitarios hacia bienes y servi-
cios útiles para un colectivo de usuarios determinados” 
(Coordinador Proyecto Parque Tecnológico Guatigua-
rá); “como también estaremos contribuyendo direc-
tamente al desarrollo económico y social de las regio-
nes” (Rector de la UIS); “surgirán nuevos escenarios 
de asociatividad, fortalecimiento de las relaciones con 
el sector empresarial y nuevos modelos de inversión” 

-
bilización organizacional que las universidades requie-
ren” (Decano de la Facultad de Ciencias Económicas y 
Administrativas de la UPTC); “con este proyecto ayuda-
mos al país a cumplir los retos del desarrollo sostenible” 
(Director de Colciencias); “es el ambiente propicio para 
que el aprovechamiento de la biodiversidad biológica 
que tiene Colombia se transforme en riqueza económi-
ca” Docente Universidad Tecnológica del Chocó.

Propuestas realizadas en la audiencia:
a) Instituto Nacional de Salud:

TEXTO PROPUESTO PARA EL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 017 DE 2016 CÁMARA

APROBADO SEGUNDO DEBATE, PLENARIA 
CÁMARA

PROPOSICIONES AL TEXTO DEL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 017 DE 2016 CÁMARA

PRIMER DEBATE COMISIÓN SENADO.

Artículo 1°. El objeto de la presente ley, es promover el 
emprendimiento innovador y de alto valor agregado en las 
Instituciones de Educación Superior (IES), que propenda por 
el aprovechamiento de los resultados de investigación y la 
transferencia de conocimientos a la sociedad como factor de 

local, regional y nacional.

-
vadas de la actividad investigativa.

Artículo 1°. El objeto de la presente ley es promover el 
emprendimiento innovador y de alto valor agregado en las 
Instituciones de Educación Superior (IES), las Entidades o 

centros de investigación y los centros de desarrollo tecnoló-
gico, que propenda por el aprovechamiento de los resultados 
de investigación y la transferencia de conocimientos a la so-

y económico a nivel local, regional y nacional.

-
vadas de la actividad investigativa.
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TEXTO PROPUESTO PARA EL PROYECTO DE LEY 
NÚMERO 017 DE 2016 CÁMARA

APROBADO SEGUNDO DEBATE, PLENARIA 
CÁMARA

PROPOSICIONES AL TEXTO DEL PROYECTO DE 
LEY NÚMERO 017 DE 2016 CÁMARA

PRIMER DEBATE COMISIÓN SENADO.

Artículo 2°. Las Instituciones de Educación Superior (IES), 

planes de mejoramiento, con o sin participación de particula-
res. Los servidores públicos docentes, cualquiera sea su for-
ma o naturaleza de vinculación legal podrán formar parte de 

asociarse con las Instituciones de Educación Superior (IES) y 
con las personas privadas que manejen recursos públicos, de 
acuerdo con la ley, reglamentos y estatutos propios.

Parágrafo 1°. Los particulares participará
de acuerdo a lo establecido en el Decreto-Ley 393 de 1991.
Parágrafo 2°. Las iniciativas de emprendimiento de las em-

con los planes regionales de competitividad y con las políti-
cas del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e Innova-
ción – SNCTI.

Artículo 2°. Las Instituciones de Educación Superior (IES) 
o las demás mencionadas en el artículo anterior, de carácter 
público
planes de mejoramiento acción, con o sin participación de 
particulares. Los servidores públicos, investigadores o do-
centes, cualquiera sea su forma o naturaleza de vinculación 
legal podrán formar parte de ellas a cualquier título, o crear 

de Educación Superior (IES) y con las personas privadas que 
manejen recursos públicos, de acuerdo con la ley, reglamen-
tos y estatutos propios.
Parágrafo 1°.
de acuerdo con lo establecido en el Decreto-ley 393 de 1991.

Parágrafo 2°. Las iniciativas de emprendimiento de las 
-

culadas con los planes regionales de competitividad y con 
las políticas del Sistema Nacional de Ciencia, Tecnología e 
Innovación – SNCTI.

Artículo 3°. Los docentes o investigadores que formen parte 
-

micos que se generen a partir de las actividades propias de es-

por parte del tesoro público.
-
-

vidad de esta. 

Artículo 3°. Los docentes, investigadores o servidores pú-
blicos que formen parte de las empresas de base tecnológica 

generen a partir de las actividades propias de dichas empre-

por parte del tesoro público.

base tecnológica provendrán exclusivamente de la actividad 
de esta.

Artículo 4°.

las instituciones de educación superior (IES) podrán crear un 
fondo para fomentar las actividades de ciencia, tecnología e 
innovación.

las Instituciones de Educación Superior (IES) o las demás 
mencionadas en el artículo primero de esta ley, podrán crear 
un fondo para fomentar las actividades de ciencia, tecnolo-
gía e innovación.

Artículo 5°. Derogatoria y vigencia. La presente ley rige a 
partir de su sanción y publicación en el  y de-
roga las demás disposiciones legales o reglamentarias que le 
sean contrarias.

Artículo 5°. Derogatoria y vigencia. La presente ley rige a 
partir de su sanción y publicación en el  y de-
roga las demás disposiciones legales o reglamentarias que le 
sean contrarias.

B) Universidad del Valle

Observaciones artículo 1°.

vaga y de una amplia interpretación, puede ser produc-
to de conocimiento cualquier actividad y eso daría pie 
a muchos interrogantes y posibles malas interpretacio-
nes. (Se sugiere una denominación en español).

Esto constituye una imprecisión que genera conse-
cuencias en el resto del articulado. En primer térmi-
no, se debe advertir que la legislación colombiana en 

conocimiento. Se tiene entonces un enorme vacío legal, 

-
gula a las sociedades civiles, sociedades comerciales, 
empresas industriales y comerciales del estado, socie-
dades de economía mixta, entre otros tipos de asocia-
ción. Esta debería ser la oportunidad para, de la misma 

empresas de base tecnológica. En este sentido, me pre-

Adicionalmente, ¿cuáles son los alcances legales 
que tendrían este tipo de empresas respecto a las leyes 

¿Qué tipos de actividad investigativa se cubren con 
-

cuentra una imprecisión, ya que actividad investigativa 
es demasiado amplia. Es preciso aclarar qué tipos de 

como base el concepto de creación y explotación de 
nuevos procesos, productos o servicios creados a partir 
del conocimiento adquirido en la Universidad.

-
to, incluso las entidades sin ánimo de lucro (fundacio-
nes, corporaciones y asociaciones) que sean “Empresas 
de conocimiento derivadas de la actividad investigati-

Observaciones artículo 2°.

Se descarta de entrada otro tipo de servidores públi-
cos, tales como los públicos no docentes.

El hecho de que el docente servidor público pueda 

pues, en virtud del derecho fundamental de libre aso-
ciación cualquier servidor público puede crear, consti-
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tuir y de cualquier forma asociarse con terceros en una 
sociedad.

Parágrafo 2°:

En el caso de aquellos resultados de investigación 
que no se encuentren dentro de los planes regionales 
del Sistema de Competitividad, CTeI, ¿Qué pasaría con 

-
vas que no están en consonancia con los planes regio-
nales de CTI y tampoco con las políticas del SNCTeI, 

conocimiento en temas como biotecnología, genética 
entre otros.

En este aspecto, es importante mencionar, que la 
misma regulación colombiana limita el desarrollo de 

-
tos legales que hay que cumplir, como por ejemplo: 
Celebración de contrato de acceso a recursos genéticos 

-
llo en esta área que con facilidad pueda convertirse en 

comerciales”

Otro inconveniente, es que no existe una política de 
largo plazo a nivel regional sobre las áreas prioritarias 
para el Sistema de CCTeI, ya que gobernador o alcalde 
de turno, decide sus prioridades, y dicha situación no 
garantiza una estabilidad para el correcto desarrollo de 

Observaciones artículo 3°.

-
vendrán exclusivamente de la actividad de esta” ¿Qué 
ocurriría con la autonomía universitaria respecto a la 
remuneración o participación que reconocen la mayo-
ría de Universidades a sus servidores en los estatutos 
de propiedad intelectual por los actos de explotación 
comercial que la Universidad realiza en su calidad de 

Observaciones artículo 4°.

En este caso, cuando se hace referencia en el sen-
tido de que “las Instituciones de Educación Superior 

presente ley, deban incluir dentro de sus presupuestos 
la creación de un fondo para la creación y consolida-

sencillo no tiene mayor efecto, ya que en su mayoría, 
los estatutos de propiedad intelectual de las diferentes 
instituciones –en su mayoría– se incluye un porcentaje 
para la creación de fondos que permitan apalancar y 
promover más proyectos de I+D+i, incluida la creación 

-
nas el comienzo, y todos estos modelos de emprendi-
miento requieren tiempo y recursos para madurar, las 
Universidades deberían poder invertir en el desarrollo 
y consolidación de esos modelos de negocio, bajo unos 
criterios, en concordancia con las metas del PND 2014-
2018 y lo estipulado en el CONPES de Competitividad, 
Ciencia, Tecnología e Innovación.

Un aspecto importante que no se menciona es la po-
sibilidad de articulación y asociatividad para la crea-

y organizaciones nacionales e internacionales. En este 

con apoyos de fondos de inversión y capitales de ries-
go, y estos no se mencionan en ningún artículo del pro-
yecto de ley.

Adicionalmente, se debe recordar el mandato esta-
blecido por el artículo 23 de la Decisión Andina 486 
(en especial, el segundo párrafo) que fue citado en la 
Exposición de Motivos del proyecto de ley:

“Artículo 23. Sin perjuicio de lo establecido en la 
legislación nacional de cada País Miembro, en las in-
venciones ocurridas bajo relación laboral, el emplea-
dor, cualquiera que sea su forma y naturaleza, podrá 

-

estimular la actividad de investigación.

para sus investigaciones deberán reinvertir parte de las 
regalías que reciben por la comercialización de tales 
invenciones, con el propósito de generar fondos conti-
nuos de investigación y estimular a los investigadores, 
haciéndolos partícipes de los rendimientos de las in-
novaciones, de acuerdo con la legislación de cada País 
Miembro”.

Por lo anterior, se entiende que la regulación que se 
pretende por el artículo 4°, ya está contemplado en la 
Decisión Andina 486, y la reglamentación de Propie-
dad Industrial colombiana se rige por este marco.

Consideraciones frente a las propuestas:

En virtud del principio de consecutividad que debe 
observarse en todo procedimiento legislativo, es im-

propuestas por cuanto no fueron discutidas en los ple-
narios de las distintas células legislativas y en conse-
cuencia pueden estar viciadas de constitucionalidad.

IV. MODIFICACIONES

Texto aprobado en 
Comisión Sexta de 
Senado de la Repú-

blica
Se entiende por Spin-

-
nocimiento derivadas 
de la actividad investi-
gativa.

empresa basada en conocimien-
tos, sobre todo aquellos protegi-
dos por derechos de Propiedad 
Intelectual, gestados en el ámbito 
de las IES, resultado de activida-
des de investigación y desarrollo 
realizadas bajo su respaldo, en 
sus laboratorios e instalaciones o 
por investigadores a ellas vincu-
lados, entre otras formas.

proyecto de ley, ampliando los recursos a través de los 

terceros con base en las recomendaciones dadas en la 
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Texto aprobado en 
Comisión Sexta de Se-
nado de la República

Artículo 2°. Las Insti-
tuciones de Educación 
Superior (IES), podrán 
crear empresas tipo 

planes de mejoramien-
to, con o sin participa-
ción de particulares. 
Los servidores públicos 
docentes, cualquiera 
sea su forma o naturale-
za de vinculación legal 
podrán formar parte de 
ellas a cualquier título, 

-

con las Instituciones 
de Educación Superior 
(IES), y con las perso-
nas privadas que mane-
jen recursos públicos, 
de acuerdo con la ley, 
reglamentos y estatutos 
propios. 

Artículo 2°. Las Instituciones de 
Educación Superior (IES), po-

sin afectar sus planes de mejora-
miento, con o sin participación 
de particulares. Los servidores 
públicos docentes, cualquiera sea 
su forma o naturaleza de vincu-
lación legal podrán formar parte 
de ellas a cualquier título, o crear 

asociarse con las Instituciones de 
Educación Superior (IES), y con 
personas naturales o jurídicas de 
carácter público o privado nacio-
nales o extranjeras, de acuerdo 
con la ley, reglamentos y estatu-
tos propios. 

V. PROPOSICIÓN
Por consiguiente solicito a la Plenaria del Honora-

ble Senado de la República dar segundo debate, al 
Proyecto de ley número 165 de 2016 Senado, 017 de 
2016 Cámara, por la cual se dictan normas de fomen-
to a la ciencia, tecnología e innovación mediante la 

y se dictan otras disposiciones, conforme al texto pro-
puesto.

TEXTO PROPUESTO PARA SEGUNDO DE-
BATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 165 

DE 2016 SENADO, 017 DE 2016 CÁMARA
por la cual se dictan normas de fomento a la cien-

cia, tecnología e innovación mediante la creación de 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA

Artículo 1°. El objeto de la presente ley, es promo-
ver el emprendimiento innovador y de alto valor agre-
gado en las Instituciones de Educación Superior (IES), 
que propenda por el aprovechamiento de los resultados 
de investigación y la transferencia de conocimientos a 
la sociedad como factor de desarrollo humano, cientí-

-
cional.

conocimientos, sobre todo aquellos protegidos por de-

rechos de Propiedad Intelectual, gestados en el ámbito 
de las IES, resultado de actividades de investigación y 
desarrollo realizadas bajo su respaldo, en sus laborato-
rios e instalaciones o por investigadores a ellas vincu-
lados, entre otras formas.

Artículo 2°. Las Instituciones de Educación Supe-
-

tar sus planes de mejoramiento, con o sin participación 
de particulares. Los servidores públicos docentes, cual-
quiera sea su forma o naturaleza de vinculación legal 
podrán formar parte de ellas a cualquier título, o crear 

-
tuciones de Educación Superior (IES), y con personas 
naturales o jurídicas de carácter público o privado na-
cionales o extranjeras, de acuerdo con la ley, reglamen-
tos y estatutos propios.

Parágrafo 1°. Los particulares participarán en las 

393 de 1991.

Parágrafo 2°. Las iniciativas de emprendimiento 

ser articuladas con los planes regionales de competiti-
vidad y con las políticas del Sistema Nacional de Cien-
cia, Tecnología e Innovación (SNCTI).

Artículo 3°. Los docentes o investigadores que 

factor salarial ni doble asignación por parte del tesoro 
público.

-
-

mente de la actividad de esta.

Artículo 4°. -
-

cos, en tal caso las Instituciones de Educación Superior 
(IES), podrán crear un fondo para fomentar las activi-
dades de ciencia, tecnología e innovación.

Artículo 5°. En todas las Instituciones de Educa-

de que trata la presente ley, deberán incluir dentro de su 
estructura administrativa una Coordinación cuya fun-
ción es armonizar las distintas actividades derivadas de 
las investigaciones hechas por los docentes o particula-

Artículo 6°. . La presente 
ley rige a partir de su sanción y publicación en el Dia-

 y deroga las demás disposiciones legales o 
reglamentarias que le sean contrarias.
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TEXTO APROBADO EN PRIMER DEBATE 
POR LA COMISIÓN SEXTA DEL SENADO DE 

LA REPÚBLICA, EN SESIÓN REALIZADA 
EL DÍA 13 DE DICIEMBRE DE 2016, AL 

PROYECTO DE LEY NÚMERO 165 DE 2016 
SENADO, 017 DE 2016 CÁMARA

por la cual se dictan normas de fomento a la cien-
cia, tecnología e innovación mediante la creación de 

otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. El objeto de la presente ley, es promover 

el emprendimiento innovador y de alto valor agregado 
en las Instituciones de Educación Superior (IES), que 
propenda por el aprovechamiento de los resultados de 
investigación y la transferencia de conocimientos a la 

cultural y económico a nivel local, regional y nacional.
-

miento derivadas de la actividad investigativa.
Artículo 2°. Las Instituciones de Educación Supe-

-
tar sus planes de mejoramiento, con o sin participación 
de particulares. Los servidores públicos docentes, cual-
quiera sea su forma o naturaleza de vinculación legal 
podrán formar parte de ellas a cualquier título, o crear 

-
ciones de Educación Superior (IES), y con las personas 
privadas que manejen recursos públicos, de acuerdo 
con la ley, reglamentos y estatutos propios.

Parágrafo 1°. Los particulares participarán en las 

393 de 1991.
Parágrafo 2°. Las iniciativas de emprendimiento de 

articuladas con los planes regionales de competitividad 
y con las políticas del Sistema Nacional de Ciencia, 
Tecnología e Innovación (SNCTI).

Artículo 3°. Los docentes o investigadores que for-

factor salarial ni doble asignación por parte del tesoro 
público.

-
-

mente de la actividad de esta.
-
-

cos, en tal caso las Instituciones de Educación Superior 
(IES), podrán crear un fondo para fomentar las activi-
dades de ciencia, tecnología e innovación.

Artículo 5°. En todas las Instituciones de Educación 

trata la presente ley, deberán incluir dentro de su es-
tructura administrativa una Coordinación cuya función 
es armonizar las distintas actividades derivadas de las 
investigaciones hechas por los docentes o particulares 

Artículo 6°. Derogatoria y vigencia. La presente ley 
rige a partir de su sanción y publicación en el 

 y deroga las demás disposiciones legales o re-
glamentarias que le sean contrarias.
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